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274, MADRID 
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SENTENCIA NÚM. 7/2026 

En Madrid, a fecha de la firma electrónica. 
En el Procedimiento de Reintegro por Alcance número B-1016/23, Sector Público de la Seguridad 
Social (Ministerio de Trabajo Migraciones y Seguridad Social. IBERMUTUA, Mutua Colaboradora 
Seguridad Social n.º 274), Madrid, en el que han intervenido, como demandantes, la TESORERÍA 
GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL, representada y defendida por el Letrado de la Administración 
de la Seguridad Social, y el MINISTERIO FISCAL, que se ha adherido a la demanda; y, como 
demandados, por un lado, la entidad IBERMUTUA, Mutua Colaboradora de la Seguridad Social 
n.º 274, representada por el Procurador de los Tribunales don V. y defendida por el Letrado don 
J.; y, por otro lado, las 49 personas que se van a enumerar a continuación, representadas todas 
ellas por el procurador don V. y defendidas por la Letrada doña M.: don J., don Á., doña L., don J., 
don J., don E., don J., don A., don H., doña C., don J., don C., doña N., doña M., doña C., doña P., 
don G., doña E., don J., don A., don S., don J., don J., don J., don M., don R., don R., don J., doña E., 
don E., don R., don J., doña Á., doña C., don C., don P., don C., doña E., doña L., don R., don J., don 
O., don D., doña R., doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), 
y don R., don Á. y doña C. (estos tres últimos, por su condición de herederos de don R.); se 
pronuncia la presente sentencia de conformidad con los siguientes: 
 
 
 
 
  

I. ANTECEDENTES DE HECHO 
 

PRIMERO.- Recibidas en este Departamento Segundo de la Sección de Enjuiciamiento las 
Actuaciones Previas n.º 41/2020, mediante Providencia de 28 de junio de 2023 se acordó lo 
siguiente: abrir la correspondiente pieza; anunciar los hechos presuntamente constitutivos de 
responsabilidad contable mediante edictos a publicar en el Tablón Edictal Judicial Único del BOE y 
en el Tablón de Anuncios y Edictos del Tribunal de Cuentas; y emplazar para que pudieran 
personarse en forma en el procedimiento, dentro del plazo común de nueve días, a la Tesorería 
General de la Seguridad Social -en adelante, TGSS-, al Ministerio Fiscal y a todos los declarados 
como presuntos responsables contables en el acta de liquidación provisional de fecha 12 de mayo 
de 2023, esto es, a la entidad IBERMUTUA, Mutua Colaboradora de la Seguridad Social n.º 274, 
y a las 49 personas que se van a enumerar a continuación: don J., don Á., doña L., don J., don J., 
don E., don J., don A., don H., doña C., don J., don C., doña N., doña M., doña C., doña P., don G., 
doña E., don J., don A., don S., don J., don J., don J., don M., don R., don R., don J., doña E., don E., 
don R., don J., doña Á., doña C., don C., don P., don C., doña E., doña L., don R., don J., don O., don 
D., doña R., doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y don 
R., don Á. y doña C. (estos tres últimos, por su condición de herederos de don R.).  
SEGUNDO.- El Letrado de la Administración de la Seguridad Social, en representación de la TGSS, 
y el Ministerio Fiscal se personaron mediante sendos escritos presentados el día 30 de junio de 
2024. 
La entidad IBERMUTUA, Mutua Colaboradora de la Seguridad Social n.º 274 -en adelante, 
IBERMUTUA-, se personó por escrito registrado el día 3 de julio de 2024, representada por el 
Procurador de los Tribunales don V., y defendida por el Letrado don J. 
Don J. y los otros 48 presuntos responsables contables se personaron mediante escrito registrado 
el día 10 de julio de 2023, representados todos ellos por el procurador don V., y defendidos por la 
Letrada doña M. 
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TERCERO.- Con fecha 27 de noviembre de 2023, se recibió en el Tribunal de Cuentas oficio de la 
Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social -en adelante, DGOSS-, del Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, en el que se ponía de manifiesto que la Sala de lo 
Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional había requerido a dicho centro directivo para 
que informase sobre el estado de la ejecución de la Sentencia de fecha 22 de septiembre de 2021, 
por la que, una vez producido el allanamiento del Abogado del Estado, se estimó el recurso 
contencioso-administrativo n.º 11/2020 de IBERMUTUA, anulando la Resolución de la Secretaria 
de Estado de la Seguridad Social, de fecha 28 de noviembre de 2019, por la que se ordenaba a la 
entidad mutual que, en ejecución de la responsabilidad mancomunada en la gestión que asumen 
sus empresarios asociados, procediera al reintegro a las cuentas de la Seguridad Social, con cargo 
a su patrimonio histórico, del importe de 3.232.547,29 euros correspondiente a la cuantificación 
del perjuicio económico realizada por la Dirección Especial de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, derivado de las conductas recogidas en el Acta de Infracción n.º I282019007000135, que 
posteriormente dio lugar a la sanción de 412.531 euros que se impuso a IBERMUTUA por Acuerdo 
del Consejo de Ministros, de 26 de julio de 2019. 
 Junto con el referido oficio, se aportaba el informe de la DGOSS, de fecha 22 de noviembre 
de 2023, por el que ese centro directivo daba contestación a la Sala de lo Contencioso-
administrativo de la Audiencia Nacional informando sobre el estado de ejecución de la citada 
Sentencia de fecha 22 de septiembre de 2021 (Ref.: PO 11/2020). En dicho informe se ponía de 
manifiesto que, de acuerdo con el pronunciamiento de la sentencia, la DGOSS no había procedido 
a exigir a IBERMUTUA el cumplimiento de la obligación de reintegrar la cantidad de 3.232.547,29 
euros, que se le había impuesto en virtud de la referida Resolución de la Secretaría de Estado de la 
Seguridad Social, de fecha 28 de noviembre de 2019. Al mismo tiempo, la DGOSS también ponía 
en conocimiento de esa Sala de lo Contencioso-administrativo que, ante el Tribunal de Cuentas, 
se estaban tramitando las Actuaciones Previas n.º 41/2020, en las que se había dictado el acta 
de liquidación provisional de fecha 12 de mayo de 2023, por la que se declaraba, previa y 
previsionalmente, la existencia de un alcance en los fondos públicos de la Seguridad Social por un 
importe total de 866.194,96 euros (730.131,25 euros en concepto de principal; y 136.063,71 euros 
en concepto de intereses devengados hasta la fecha de la liquidación provisional).  
CUARTO.- Con fecha 5 de diciembre de 2023, la representación procesal de IBERMUTUA presentó 
escrito solicitando el sobreseimiento y archivo de las actuaciones, adjuntando como justificación 
el referido informe de la DGOSS, de fecha 22 de noviembre de 2023, sobre el estado de ejecución 
de la citada Sentencia de fecha 22 de septiembre de 2021 (Ref.: PO 11/2020), dictada por la Sala 
de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional. 
QUINTO.- Por medio de Diligencia de Ordenación de 18 de diciembre de 2023, se dio traslado al 
resto de las partes de la petición de sobreseimiento y archivo efectuada por IBERMUTUA; la 
representación procesal de don J. y los otros 48 presuntos responsables manifestó su conformidad 
con dicha petición; por el contrario, el Letrado de la Administración de la Seguridad Social y el 
Ministerio Fiscal pidieron la continuación del procedimiento. 
SEXTO.- Por medio de Auto de fecha 19 de marzo de 2024, se desestimó la petición de 
sobreseimiento y archivo del proceso contable formulada por la representación procesal de 
IBERMUTUA. 
SÉPTIMO.- Por Diligencia de Ordenación de fecha 12 de abril de 2024, se tuvo por personados al 
Ministerio Fiscal y a la TGSS, así como a los siguientes presuntos responsables contables: 
IBERMUTUA, don H., don J. y don C. Asimismo, se procedió a conferir un plazo de subsanación de 
diez días a los otros 46 presuntos responsables a fin de que pudieran acreditar su representación 
en debida forma, y a emplazar a los sujetos legitimados activamente para que en el plazo de veinte 
días pudieran presentar, en su caso, la oportuna demanda. 
OCTAVO.- Con fecha 8 de mayo de 2024, la TGSS formuló demanda contra todos los declarados 
como presuntos responsables contables en el acta de liquidación provisional de fecha 12 de mayo 
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de 2023, esto es, contra IBERMUTUA, don J. y las otras 48 personas que se enumeran en el 
antecedente primero de la presente resolución, siendo la pretensión deducida la de que se 
declarase la existencia de un alcance a los fondos públicos de la Seguridad Social, por un importe 
total de 730.131,25 euros en concepto de principal, y que se condenase a los demandados a su 
reintegro, como presuntos responsables contables directos y solidarios, en las concretas cuantías 
que se recogen en el escrito de demanda, así como al pago de los intereses legales devengados: 
136.063,71 euros hasta la fecha de la liquidación provisional, a los que habrían de añadirse el resto 
de los intereses legales que se devengasen desde esa fecha hasta el completo reintegro a las arcas 
públicas de la Seguridad Social. 
NOVENO.- Por medio de Decreto de fecha 28 de mayo de 2024, se acordó admitir la demanda 
presentada por la representación procesal de la TGSS; dar traslado de la misma al Ministerio Fiscal 
para que manifestase si se adhería, o no, a las pretensiones de la demanda, en todo o en parte, o 
para que presentase su propia demanda; tener por personados a todos los demandados a quienes 
se les requirió de subsanación por la citada Diligencia de Ordenación de 12 de abril de 2024; y dar 
traslado de la demanda a todos los demandados, advirtiéndoles de que el emplazamiento para 
contestar tendría lugar por medio de una resolución posterior, una vez cumplimentado por el 
Ministerio Fiscal el trámite correspondiente. 
DÉCIMO.- Mediante escrito de fecha 18 de junio de 2024, el Ministerio Fiscal se adhirió en su 
totalidad a la demanda de la TGSS. 
DECIMOPRIMERO.- Por medio de Diligencia de Ordenación de 8 de octubre de 2024, se dio 
traslado del escrito de adhesión del Fiscal a las partes, y se emplazó a los demandados para 
contestar a las demandas en el plazo de veinte días; asimismo, se confirió a las partes un plazo 
común de cinco días para que alegasen sobre la cuantía del procedimiento.  
DECIMOSEGUNDO.- Con fecha 4 de noviembre de 2024, presentaron sendos escritos de 
contestación a las demandas tanto la representación procesal de IBERMUTUA como la 
representación procesal de don J. y otros 48 demandados más. 
DECIMOTERCERO.- Mediante Auto de fecha 10 de febrero de 2025 se fijó la cuantía del 
procedimiento en 866.194,96 euros.  
DECIMOCUARTO.- Por Diligencia de Ordenación de 11 de febrero de 2025, se fijó el día 3 de abril 
de 2025 para la celebración de la audiencia previa; posteriormente, mediante Diligencia de 
ordenación de 1 de abril de 2025, se acordó la suspensión de la audiencia previa, sin que las 
circunstancias permitieran en aquel momento realizar un nuevo señalamiento. 
DECIMOQUINTO.- Por medio de Auto de 23 de mayo de 2025, la Sala de Justicia del Tribunal de 
Cuentas estimó la causa de abstención planteada por la Excma. Sra. Consejera del Departamento 
2º de Enjuiciamiento, quien posteriormente dictó Auto de 30 de junio de 2025, apartándose 
definitivamente del conocimiento del presente Procedimiento de Reintegro por Alcance número 
B-1016/23, remitiendo las actuaciones para su resolución a este Consejero, de acuerdo con los 
criterios de sustitución fijados en el Acuerdo de la Sección de Enjuiciamiento del Tribunal de 
Cuentas, de fecha 8 de noviembre de 2007. 
DECIMOSEXTO.- Mediante Diligencia de Ordenación de 23 de octubre de 2025, se fijó el acto de la 
audiencia previa para el día 2 de diciembre de 2025. Al inicio de dicho acto, el Letrado de la 
Administración de la Seguridad Social y el Ministerio Fiscal se ratificaron en las pretensiones 
contenidas en sus escritos de demanda. Asimismo, los letrados de los codemandados se ratificaron 
en el contenido de los correspondientes escritos de contestación a las demandas. Posteriormente, 
las partes realizaron la proposición de la prueba, admitiéndose los medios de prueba que el 
tribunal estimó útiles y pertinentes, y desarrollándose todo ello conforme a lo que resulta de la 
grabación del acto obrante en las actuaciones.  
DECIMOSÉPTIMO.- Por Diligencia de Ordenación de 9 de febrero de 2025, se dio traslado a las 
partes de la prueba documental remitida por la Audiencia Nacional y el Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, que había sido admitida en la audiencia previa; asimismo, se 
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concedió a las partes un plazo común de diez días a fin de que se pudieran pronunciar sobre la 
posibilidad de celebrar por escrito el trámite de conclusiones. 
DECIMOCTAVO.- Mediante escrito de fecha 24 de febrero de 2026, el Ministerio Fiscal procedió a 
ratificarse en su escrito de demanda, pidiendo que el tribunal dictase sentencia. En cuanto al resto 
de las partes, pidieron que el trámite de conclusiones se celebrase por escrito. 
DECIMONOVENO.- Mediante Providencia de fecha 12 de marzo de 2026, se acordó celebrar el 
trámite de conclusiones por escrito, confiriéndose al Letrado de la Administración de la Seguridad 
Social un plazo de diez días para que presentase, en su caso, escrito de conclusiones. 
VIGÉSIMO.- Presentado escrito de conclusiones por el Letrado de la Administración de la Seguridad 
Social en el plazo conferido, mediante Diligencia de Ordenación de fecha 30 de marzo de 2026, se 
dio traslado del mismo a los codemandados por un plazo común de diez días a fin de que pudieran 
presentar, en su caso, escrito de conclusiones. 
VIGÉSIMOPRIMERO.- Recibidos los escritos de conclusiones de los codemandados en el plazo 
conferido, mediante Providencia de fecha 17 de abril de 2026, se acordó dar traslado de los mismos 
al resto de las partes personadas a efectos de su mero conocimiento, y asimismo se declararon las 
actuaciones conclusas para dictar sentencia. 
 

II. HECHOS PROBADOS  
 
PRIMERO.- Durante los años 2015 a 2018, IBERMUTUA realizó una serie pagos en concepto de 
“dietas” por asistencia a reuniones de la Comisión Económica de la entidad mutual, por un importe 
total de 59.001,76 euros. 
 Estos pagos se realizaron con cargo a los fondos públicos de la Seguridad Social. 
SEGUNDO.- Durante los años 2015 a 2017, IBERMUTUA realizó diferentes pagos en concepto de 
“gastos de representación”, por un importe total de 167.574,87 euros. 
 Don H., en su condición de Director General de la mutua durante el referido período 
temporal, autorizó varios pagos en concepto de “gastos de representación”, que ascendieron a un 
importe total de 26.759,89 euros.  
Estos pagos, por el citado importe total de 167.574,87 euros, se realizaron con cargo a los fondos 
públicos de la Seguridad Social. 
TERCERO.- Durante los años 2015 a 2018, IBERMUTUA realizó diversos pagos en concepto de 
“gastos de cafetería” del domicilio social de la mutua sito en Madrid, por un importe total de 
203.548,27 euros. 
Durante el referido período temporal, estos pagos en concepto de “gastos de cafetería” fueron 
autorizados por diferentes personas que ocupaban las Direcciones Ejecutivas y las Direcciones 
Funcionales de IBERMUTUA que en cada caso promovieron el gasto correspondiente, con el detalle 
que se recoge en la siguiente tabla resumen: 
 
 
 
 

PAGOS AUTORIZADOS EN CONCEPTO DE 
“GASTOS DE CAFETERÍA” (AÑOS 2015-2018) 

DIRECTORES AUTORIZANTES DE LOS PAGOS 

158.113,78 euros Don H. y don C. (Dirección General) 

2.051,10 euros Don J. (Director Jurídico) 

1.311,75 euros Doña C. (Directora Económica y de Control Interno) 

596,25 euros Doña M. (Directora de Tecnologías) 

5.127,86 euros Doña C. (Directora Funcional) 

4.577,73 euros Don E. (Director de Prevención) 

84,54 euros Don Adolfo Jiménez Reguillo (Director de 
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Comunicación)  

6.061,16 euros Don J. (Director de Recursos Humanos) 

1.390,81 euros Don J. (Director Territorial) 

1.607,43 euros Don R. (Director Funcional) 

6.100,91 euros Doña Á. (Directora de Infraestructuras y Relaciones 
Institucionales) 

2.181,65 euros Don P. (Director Funcional) 

6.246,15 euros Doña E. (Directora de Servicios) 

8.097,15 euros Doña L. (Directora de Atención al cliente) 

Todos estos pagos, por el citado importe total de 203.548,27 euros, se realizaron con cargo a los 
fondos públicos de la Seguridad Social. 
 
 
CUARTO.- Durante los años 2014 a 2017, IBERMUTUA realizó una serie pagos en concepto de 
“gastos por otras facturas de hostelería”, por un importe total de 268.791,87 euros. Esta cantidad 
total se correspondía con: 

- Por un lado, con las facturas emitidas por la empresa proveedora de los servicios de 
comedor y cafetería del hospital propiedad de IBERMUTUA sito en Espinardo (Murcia), 
por un importe total de 262.732,87 euros, y cuyos pagos fueron autorizados por don 
E., que desempeñaba el puesto de Director Territorial de la zona donde estaba ubicado 
el citado hospital.  

 
- Por otro lado, con las facturas emitidas por el Restaurante “El Cruce”, que operaba 

como proveedor de los servicios de catering para el centro de trabajo de Sevilla, por 
un importe total de 6.059 euros, y cuyos pagos fueron autorizados, hasta el mes de 
octubre de 2015, por don E. y por don C. (Director del centro de trabajo de Sevilla), por 
un importe total de 807,80 euros; posteriormente, a partir del mes de octubre de 2015, 
el importe restante de los pagos, por la cantidad de 5.251 euros, fue autorizado por 
doña L., que desempeñaba el puesto de Directora Territorial de la zona de Andalucía.     

Todos estos pagos, por el citado importe total de 268.791,87 euros, se realizaron con cargo a los 
fondos públicos de la Seguridad Social. 
 
 
QUINTO.- Durante el año 2017, IBERMUTUA realizó diferentes pagos en concepto de “cursos” 
organizados por la mutua y financiados con fondos públicos de la Seguridad Social, por un importe 
total de 3.669,40 euros. 
Durante el referido período temporal, estos pagos en concepto de “cursos” fueron autorizados por 
las personas que ocupaban la Dirección de Prevención (don E., ya fallecido) y las correspondientes 
Direcciones Provinciales de IBERMUTUA a las que alcanzó la acción formativa correspondiente, con 
el detalle que se recoge en la siguiente tabla resumen: 
  

PAGOS AUTORIZADOS EN CONCEPTO DE 
“CURSOS” (AÑO 2017) 

DIRECTORES AUTORIZANTES DE LOS PAGOS 

100 euros Don G. (Dir. Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

439,95 euros Don J. (Dir. Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

316,45 euros Don J. (Dir. Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

128,40 euros Don O. (Dir. Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

153 euros Don R. (Dir. Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

316,45 euros Don J. (Dir. Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

316,45 euros Doña E. (Dir.ª Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

316,45 euros Doña C. (Dir.ª Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 
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1.265,80 euros Doña P. (Dir.ª Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

316,45 euros Don C. (Dir. Provincial) y don E. (Dir. Prevención) 

Todos estos pagos, por el citado importe total de 3.669,40 euros, se realizaron con cargo a los 
fondos públicos de la Seguridad Social. 
 
SEXTO.- Durante los años 2015 a 2017, IBERMUTUA realizó una serie pagos en concepto de “gastos 
de floristería”, por un importe total de 20.867,21 euros. 
Durante el referido período temporal, estos pagos en concepto de “gastos de floristería” fueron 
autorizados por las personas que ocupaban la Dirección General, la Dirección de Recursos 
Humanos, la Dirección del centro de trabajo de León y la Dirección Territorial de la zona de Castilla 
y León, y que, en cada caso, promovieron el gasto correspondiente, con el siguiente detalle: 

- Don H. (Director General) autorizó un importe total de 10.489,49 euros. 
 

- Don J. (Director de Recursos Humanos) autorizó una cantidad total de 3.816,20 euros. 
 

- Don S. (Director del centro de trabajo de León) autorizó un importe total de 3.940,76 
euros. 

 
- Don R. (Director Territorial de la zona de Castilla y León, y La Rioja) autorizó una 

cantidad total de 2.620,76 euros. 
Todos estos pagos, por el citado importe total de 20.867,21 euros, se realizaron con cargo a los 
fondos públicos de la Seguridad Social. 
SÉPTIMO.- IBERMUTUA realizó diversos pagos en concepto de “gastos por la celebración de la 
Junta Directiva ordinaria de IBERMUTUA fuera de la sede del domicilio social” (en la localidad de 
Mazarrón, con fecha 14 de septiembre de 2017), por un importe total de 6.677,87 euros. 
 Don H., en su condición de Director General de la mutua en dicho momento temporal, fue 
el responsable de que se realizasen los pagos para que la reunión ordinaria de la Junta Directiva de 
la mutua se celebrase en la localidad de Mazarrón el día 14 de septiembre de 2017. 
Estos pagos, por el citado importe total de 6.677,87 euros, se realizaron con cargo a los fondos 
públicos de la Seguridad Social. 
 

 
 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
PRIMERO.- Con fecha 8 de mayo de 2024, la TGSS formuló demanda contra todos los 
declarados como presuntos responsables contables en el acta de liquidación provisional de 
fecha 12 de mayo de 2023, esto es, contra IBERMUTUA, don J. y las otras 48 personas que se 
enumeran en el antecedente primero de la presente resolución, siendo la pretensión 
deducida la de que se declarase la existencia de un alcance a los fondos públicos de la 
Seguridad Social, por un importe total de 730.131,25 euros en concepto de principal, y que se 
condenase a los demandados a su reintegro, como presuntos responsables contables 
directos y solidarios, en las concretas cuantías que se recogen en el escrito de demanda, así 
como al pago de los intereses legales devengados: 136.063,71 euros hasta la fecha de la 
liquidación provisional, a los que habrían de añadirse el resto de los intereses legales que se 
devengasen desde esa fecha hasta el completo reintegro a las arcas públicas de la Seguridad 
Social.  
El escrito de demanda de la TGSS se fundamenta en el acta de liquidación provisional de 
fecha 12 de mayo de 2023, dictada en las Actuaciones previas n.º 41/2020, a cuyo contenido 
se remite expresamente la actora tanto para la fijación de los hechos como para desarrollar 
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las causas de pedir que sustentan su pretensión. En este sentido, la demanda cifra el importe 
total del alcance a los fondos públicos de la Seguridad Social en la cantidad de 730.131,25 
euros, que es la misma que fue fijada por el Delegado Instructor, de manera previa y 
provisional, con el siguiente desglose: 

PRESUNTOS PAGOS INJUSTIFICADOS IMPORTE PRESUNTO ALCANCE 

1. Dietas asistencia Comisión Económica 59.001,76 € 

2. Gastos de representación 167.574,87 € 

3. Cafetería 203.548,27 € 

4. Otras facturas de Hostelería 268.791,87 € 

5. Cursos 3.669,40 € 

6. Floristería 20.867,21 € 

7. Celebración Junta Directiva en Mazarrón 6.677,87 € 

TOTAL 730.131,25 € 

Efectivamente, de acuerdo con el contenido de la anterior tabla resumen recogida en el 
escrito de demanda, la TGSS pone de manifiesto las siguientes categorías de pagos que, a su 
juicio, habría realizado IBERMUTUA de manera no justificada y con cargo al patrimonio de la 
Seguridad Social: 
 

1. Pagos no justificados en concepto de “dietas” por asistencia a reuniones de la 
Comisión Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015 a 2018, y por un importe 
total de 59.001,76 euros. La demanda aduce que la compensación económica con 
fondos públicos de la Seguridad Social por asistir a las reuniones de este órgano de 
IBERMUTUA no está amparada por la legislación vigente. 

 
2. Pagos no justificados en concepto de “gastos de representación”, durante los años 

2015 a 2017, y por un importe total de 167.574,87 euros. Bajo esta rúbrica la demanda 
se refiere a pagos de invitaciones a comidas (desayuno, comida o cena) en favor de 
trabajadores de IBERMUTUA, de personas ajenas a la mutua (empresas asociadas o no 
asociadas), o de personas no identificadas. La demanda basa su petición en la 
imposibilidad de aplicar el concepto de gastos de representación a las mutuas y en la 
ausencia de justificación de estos pagos, al no estar destinados al fin público de las 
mutuas consistente en la colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 

 
3. Pagos no justificados en concepto de “gastos de cafetería”, durante los años 2015 a 

2018, y por un importe total de 203.548,27. Bajo este epígrafe la demanda se refiere al 
pago de las facturas emitidas por el proveedor de los servicios de cafetería y comedor 
en la sede del domicilio social de IBERMUTUA en Madrid. Como ocurre en el supuesto 
anterior, la demanda se fundamenta en la ausencia de justificación de estos pagos, al 
no estar destinados al fin público de colaboración en la gestión de la Seguridad Social.  

 

4. Pagos no justificados en concepto de “gastos por otras facturas de hostelería”, 
durante los años 2014 a 2017, y por un importe total de 268.791,87 euros. Bajo esta 
rúbrica la demanda se refiere, por un lado, al pago de las facturas emitidas por el 
proveedor de servicios de hostelería del hospital propiedad de IBERMUTUA sito en 
Espinardo (Murcia), por un importe de 262.732,87 euros; y, por otro lado, al pago de las 
facturas emitidas por el Restaurante “El Cruce” (Sevilla), por un importe de 6.059 euros. 
Como en los dos casos anteriores, la demandante aduce que estaríamos ante pagos no 
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justificados con cargo a los fondos públicos, al no estar destinados al fin público de 
colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 

 

5. Pagos no justificados en concepto de “cursos” organizados y financiados por 
IBERMUTUA con fondos públicos de la Seguridad Social, durante el año 2017, y por un 
importe total de 3.669,40 euros, siendo el contenido de dichos cursos ajeno a la 
actividad de prevención de contingencias profesionales propia de la mutua, y no 
habiéndose impartido ni al personal de la entidad mutual ni a las empresas o 
trabajadores asociados a la misma. 

 

6. Pagos no justificados en concepto de “gastos de floristería”, durante los años 2015 a 
2017, y por un importe total de 20.867,21 euros, pues el uso de los fondos públicos de 
la Seguridad Social para esta clase de gastos no podría incardinarse ni en el concepto de 
“gastos de administración” del artículo 84.4 de TRLGSS, ni en el de “gastos diversos” 
que se prevé en la rúbrica 226.9 de la Resolución de la Secretaría de Estado para la 
elaboración del presupuesto. 

 

7. Pagos no justificados en concepto de “gastos por la celebración de la Junta Directiva 
ordinaria de IBERMUTUA fuera de la sede del domicilio social” (en la localidad de 
Mazarrón, con fecha 14 de septiembre de 2017), por un importe total de 6.677,87 
euros. La demanda considera que se habría producido una duplicidad de pagos, ya que, 
aparte de dichos gastos, también se abonaron a los miembros de la Junta Directiva de 
IBERMUTUA las correspondientes dietas por su asistencia a la reunión ordinaria de este 
órgano, que se celebró el día 14 de septiembre de 2017 la localidad de Mazarrón. 

El Letrado de la Administración de la Seguridad Social ratificó las anteriores alegaciones en 
su escrito de conclusiones, y se opuso a la excepción de cosa juzgada planteada por los 
demandados.  
Mediante escrito de fecha 18 de junio de 2024, el Ministerio Fiscal se adhirió en su 
totalidad a la demanda de la TGSS. 
Respecto de los demandados, la representación procesal de IBERMUTUA presentó su 
escrito de contestación a la demanda el día 4 de noviembre de 2024, centrando su 
oposición, exclusivamente, en el contenido de las dos siguientes sentencias: 

- La Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo n.º 517/2021, de 11 de mayo, 
por la que se anuló la práctica totalidad Acuerdo del Consejo de Ministros, de26 de 
julio de 2019, por el que se impuso una sanción de 412.531 euros a IBERMUTUA, por 
la comisión de determinadas infracciones administrativas tipificadas en el texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social -en adelante, 
LISOS-; de hecho, solamente se confirmó la sanción de 6.250 euros que se impuso a 
la entidad mutual con fundamento en el artículo 29.6 de la LISOS, al haberse prestado 
una asistencia sanitaria de forma irregular. 

-  La Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, 
de 22 de septiembre de 2021, por la que, una vez producido el allanamiento del 
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Abogado del Estado, se estimó el recurso contencioso-administrativo n.º 11/2020 de 
IBERMUTUA, anulando la Resolución de la Secretaria de Estado de la Seguridad Social, 
de fecha 28 de noviembre de 2019, por la que se ordenaba a la entidad mutual que, 
en ejecución de la responsabilidad mancomunada en la gestión que asumen sus 
empresarios asociados, procediera al reintegro a las cuentas de la Seguridad Social, 
con cargo a su patrimonio histórico, del importe de 3.232.547,29 euros 
correspondiente a la cuantificación del perjuicio económico realizada por la Dirección 
Especial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, derivado de las conductas 
recogidas en el Acta de Infracción n.º I282019007000135, que posteriormente dio 
lugar a la sanción de 412.531 euros que se impuso a IBERMUTUA por el citado 
Acuerdo del Consejo de Ministros, de 26 de julio de 2019. 

En la contestación de IBERMUTUA se aduce, en síntesis, que dichas sentencias 
producirían el efecto negativo o excluyente de la cosa juzgada en el presente proceso 
contable, por lo que, a su juicio, el hecho de que la TGSS haya presentado una demanda 
de responsabilidad contable por los mismos hechos enjuiciados en aquellas sentencias 
sería manifiestamente antijurídico, debiendo ser calificado como un caso de abuso de 
derecho, fraude de ley, fraude procesal, vulneración de los principios de buena fe 
procesal y de confianza legítima, así como de vulneración de la doctrina de los actos 
propios de la administración. Las anteriores alegaciones fueron ratificadas en el escrito 
de conclusiones de IBERMUTUA.   
Por su parte, la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más también 
presentó su escrito de contestación a la demanda el día 4 de noviembre de 2024, 
centrando igualmente su oposición en los efectos de las dos sentencias mencionadas, y 
afirmando que “la TGSS carece de acción legal para promover su demanda, ya que los 
presupuestos fácticos en que se sustentaron las Diligencias Preliminares y Actuaciones 
previas seguidas ante esa Sección de Enjuiciamiento, perdieron toda su virtualidad desde 
el momento en que se dictaron los pronunciamientos judiciales referidos”.  
Aparte de la alegación anterior, y a diferencia de la representación procesal de 
IBERMUTUA -que centra su contestación a la demanda exclusivamente en la concurrencia 
de la excepción de cosa juzgada-, la representación procesal de don J. y otros 48 
demandados más también expone una serie de argumentos que serán analizados más 
adelante, y por los que, a su juicio, en todo caso, no se habría producido alcance al 
patrimonio público de la Seguridad Social como consecuencia de las siete categorías de 
pagos presuntamente injustificados que se recogen en la demanda de la TGSS. Las 
anteriores alegaciones fueron igualmente ratificadas en el escrito de conclusiones 
presentado por esta representación procesal.    

SEGUNDO.- Con carácter previo al examen de la concurrencia de los requisitos que podrían 
determinar, o no, la existencia de responsabilidad contable de los codemandados, debe 
analizarse la excepción de cosa juzgada, que ha sido planteada de manera expresa y 
detallada por la representación procesal de IBERMUTUA, y que, en definitiva, también viene 
a plantear la representación procesal de los otros 49 demandados cuando concluye que 
“resulta evidente la falta de acción de la TGSS para formular la presente demanda”. 
 Efectivamente, la representación procesal de IBERMUTUA alega que las dos sentencias 
citadas en el anterior fundamento jurídico deben producir el efecto negativo o excluyente 
de la cosa juzgada en el presente proceso contable porque, a su juicio, concurre una 
“identidad sustancial” entre los hechos y los aspectos jurídicos examinados en el supuesto 
de autos y los que se enjuiciaron en aquellas sentencias.  
En este sentido, manifiesta que, mediante la Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal 
Supremo n.º 517/2021, de 11 de mayo, se resolvió que los hechos o conductas recogidos en 
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el Acta de Infracción n.º I282019007000135 no eran constitutivos de las infracciones 
administrativas determinantes de la sanción de 412.531 euros que se impuso a IBERMUTUA 
por el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 26 de julio de 2019. Añade que, como 
consecuencia de este pronunciamiento de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, el Abogado 
del Estado se allanó en el recurso-contencioso administrativo interpuesto por IBERMUTUA 
contra la Resolución de la Secretaria de Estado de la Seguridad Social, de fecha 28 de 
noviembre de 2019, que fue anulada por la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional, de 22 de septiembre de 2021. Precisa que dicho 
allanamiento de la Administración general del Estado se produjo porque la precitada 
resolución administrativa de 28 de noviembre de 2019, por la que se exigía a IBERMUTUA 
que, con cargo a su patrimonio histórico, reintegrase a las cuentas de la Seguridad Social la 
cantidad de 3.232.547,29 euros, tenía su fundamento en que los hechos recogidos en el 
Acta de Infracción n.º I282019007000135 eran constitutivos de determinadas infracciones 
administrativas tipificadas por la LISOS; por lo tanto, al haber sido anulado -en su práctica 
totalidad- el Acuerdo sancionador del Consejo de Ministros, de 26 de julio de 2019, por la 
citada Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo n.º 517/2021, de 11 de mayo, ya no 
podía sostenerse la pretensión de reintegro contenida en la Resolución de la Secretaria de 
Estado de la Seguridad Social, de fecha 28 de noviembre de 2019. 
Como consecuencia de las anteriores alegaciones, la representación procesal de IBERMUTUA 
concluye razonando que la formulación de la demanda de la TGSS para exigir responsabilidad 
contable en el presente proceso contable por los mismos hechos enjuiciados en las referidas 
sentencias, después de que la representación procesal de la Administración General del 
Estado se allanase en el recurso contencioso-administrativo tramitado ante la Audiencia 
Nacional, constituye “una manifestación de posible abuso de derecho, y resulta, por demás, 
contraria a lo dispuesto en el artículo 7.2 del Código Civil, trasluciendo un más que posible 
fraude procesal, a la sazón vedado por los artículos 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 
247 de la supletoria Ley de Enjuiciamiento Civil, al tiempo que depara la existencia de una 
situación de evidente cosa juzgada material”. 
 En cuanto a la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más, en 
definitiva, y como ya hemos indicado al inicio del presente fundamento, realmente, vendría a 
plantear igualmente la excepción de cosa juzgada cuando sostiene que “la demanda 
formulada por la TGSS debe decaer por falta de acción” porque, a su juicio, “el presente 
procedimiento impulsado a instancia de la TGSS, al que se ha sumado el Ministerio Fiscal, 
tiene una singularidad de la que carecen otros supuestos analizados en sede contable, y es 
que, siendo cierto que la jurisdicción contable tiene naturaleza distinta a la social o 
contencioso-administrativa, y que los bienes jurídicos a proteger en todas estas jurisdicciones 
son distintos, no puede perderse de vista que, como elementos probatorios incontrovertidos, 
destacan las resoluciones judiciales citadas, que más allá de resolver sobre un procedimiento 
sancionador, en un caso, o sobre el reintegro de un perjuicio económico en el otro, han 
dejado claro un aspecto especialmente relevante en todo este asunto y es que las 
decisiones adoptadas por IBERMUTUA, que también afectan a mis mandantes en tanto que 
traídos a esta causa, no tienen encaje, en modo alguno, en el contenido previsto en el artículo 
29.6 LISOS, y no se han alejado en ningún momento del cumplimiento del fin social que 
debe desempeñar como entidad colaboradora con la Seguridad Social”. 
 Por su parte, el Letrado de la Administración de la Seguridad Social se ha opuesto a la 
excepción de cosa juzgada en su escrito de conclusiones aduciendo que no concurren las 
identidades (subjetiva, objetiva y de causa de pedir) que exige el artículo 222 de la LEC. 
 A la hora de examinar la excepción de cosa juzgada planteada por los demandados, debe 
partirse de la reiterada doctrina de la Sala Primera del Tribunal Supremo, pudiendo citarse, 
por todas, la Sentencia n.º 1730/2023, de 14 de diciembre (Rec. 1028/2023; ECLI: 



12 

 

 

ES:TS:2023:5382), en la que, haciendo referencia a sentencias anteriores, se pronuncia en los 
siguientes términos literales: 
“Conforme a la jurisprudencia de esta sala, contenida entre otras en las sentencias 169/2014, 
de 8 de abril, y 5/2020, de 8 de enero, «la cosa juzgada material es el efecto externo que una 
resolución judicial firme tiene sobre los restantes órganos jurisdiccionales o sobre el mismo 
tribunal en un procedimiento distinto, consistente en una vinculación negativa y positiva, 
regulado en el art. 222 LEC. La vinculación negativa impide un nuevo proceso sobre el 
mismo objeto ya juzgado y conforme a la vinculación positiva, lo resuelto en el primero debe 
tenerse encuentra en el segundo cuando sea un antecedente lógico de lo que sea su objeto». 
[…] 
Analizaremos en primer lugar el efecto de cosa juzgada material en sentido negativo de esa 
sentencia, que excluye, conforme a la ley, un ulterior proceso cuyo objeto sea idéntico al del 
proceso en que aquella se produjo ( art. 222.1 LEC) y que afecta a las partes del proceso en 
que se dictó y a sus herederos y causahabientes ( art. 222.3 LEC). 
Esto es: la cosa juzgada material exige una plena identidad de los procedimientos en cuanto a 
los sujetos, las cosas en litigio y la causa de pedir", sin perjuicio de que también haya cosa 
juzgada material «cuando lo resuelto en la sentencia del proceso anterior es preclusivo 
respecto al proceso posterior, conforme a lo previsto en el artículo 400.2 LEC» ( sentencia 
5/2020, de 8 de enero) […]”. 
Por lo tanto, partiendo de la jurisprudencia anterior, resulta claro que, para que pueda 
apreciarse que existe “plena identidad de procesos”, es necesario que coincidan en ambas 
causas jurisdiccionales los siguientes elementos: las partes intervinientes; lo que se pide; y la 
causa de pedir, esto es, los hechos y el título jurídico en que se basen las pretensiones que se 
ejercitan en los dos procesos. 
Aplicando la anterior jurisprudencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo al supuesto de 
autos, en primer lugar, debe advertirse que resulta evidente que no hay ningún tipo de 
identidad entre el presente proceso contable y el proceso tramitado ante la Sala Cuarta del 
Tribunal Supremo, que finalizó con la Sentencia n.º 517/2021, de 11 de mayo. En este sentido, 
además de que no coinciden las partes intervinientes en ambos procesos, la falta de identidad 
en el objeto y en la causa de pedir es palmaria y manifiesta, teniendo en cuenta que en la 
presenta causa contable se ventila una pretensión reparatoria de un daño causado al 
patrimonio público de la Seguridad Social, que se cifra en la cantidad total de 730.131,25 
euros; mientras que en el otro proceso se ventilaba una pretensión impugnatoria de una 
sanción económica, por la cantidad total de 412.531 euros, derivada de la comisión de 
determinadas infracciones administrativas tipificadas en la LISOS. 
Por otro lado, en cuanto al procedimiento que se tramitó ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional (PO 11/2020), que finalizó con la Sentencia de fecha 
22 de septiembre de 2021, tampoco concurre la triple identidad necesaria para que se pueda 
apreciar la existencia de cosa juzgada, en atención a las siguientes consideraciones: 

1. Los sujetos intervinientes no son los mismos. Efectivamente, a excepción de 
IBERMUTUA, los otros 49 demandados en el presente proceso contable no 
intervinieron en el referido recurso contencioso-administrativo n.º 11/2020, que se 
siguió ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. 

 

2. Tampoco hay identidad total del objeto de ambos procesos. Aunque en ambos casos 
se ventila una pretensión de reintegro al patrimonio de la Seguridad Social de 
determinadas cantidades, con cargo al patrimonio histórico de IBERMUTUA, no 
coinciden ni los importes de las cantidades reclamadas ni tampoco los hechos que 
habrían generado el daño a los fondos públicos. 

https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0005082836&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0005082836&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0006528355&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000025866&version=Vigente&anchor=I324
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000025866&version=Vigente&anchor=I324
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000025866&version=Vigente&anchor=I324
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0006528355&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0006528355&version=Vigente
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Efectivamente, en el presente proceso contable se reclama a los demandados 
(IBERMUTUA y otras 49 personas físicas) el reintegro al patrimonio de la Seguridad 
Social de una cantidad total de 730.131,25 euros, mientras que por la Resolución de 
la Secretaria de Estado de la Seguridad Social, de fecha 28 de noviembre de 2019, que 
constituía el objeto del recurso contencioso-administrativo n.º 11/2020, se reclamaba 
a IBERMUTUA el reintegro al patrimonio de la Seguridad Social de una cantidad total 
de 3.232.547,29 euros.  

La diferencia de cantidades reclamadas en ambos procesos se corresponde con el 
hecho de que la citada resolución administrativa, de fecha 28 de noviembre de 2019, 
identificaba hasta un total de 12 clases diferentes de conductas o hechos -v. págs. 2-
3 de la resolución- que habrían causado el perjuicio económico al patrimonio de la 
Seguridad Social, y que fueron inicialmente denunciados en el Acta de Infracción n.º 
I282019007000135, y, posteriormente, considerados como constitutivos de 
infracciones administrativas en el Acuerdo sancionador del Consejo de Ministros, de 
26 de julio de 2019. Por el contrario, en la demanda de la TGSS deducida en el presente 
proceso contable, que es la que determina cuál es el concreto objeto de esta litis ex 
artículo 216 de la LEC, se identifican sólo las siete categorías de pagos presuntamente 
no justificados que se recogen resumidamente en el fundamento jurídico primero de 
la presente resolución.  

 

3. Especialmente, no hay identidad en la causa de pedir de ambos procesos por cuanto 
la base jurídica de las pretensiones que fueron objeto del recurso contencioso-
administrativo n.º 11/2020 es radicalmente distinta de la de las pretensiones que 
constituyen el objeto del presente Procedimiento de Reintegro por Alcance n.º B-
1016/23. 

Efectivamente, en el citado recurso contencioso-administrativo n.º 11/2020, la 
pretensión formulada por el Abogado del Estado en su escrito de contestación a la 
demanda -que presentó en momento anterior a su allanamiento-, se basaba en la 
conformidad a derecho de la Resolución de la Secretaria de Estado de la Seguridad 
Social, de fecha 28 de noviembre de 2019, que, a su vez, tenía como fundamento 
atender las obligaciones derivadas de la responsabilidad mancomunada asumida por 
los empresarios asociados a IBERMUTUA, en el desarrollo de su función de 
colaboración en la gestión de la Seguridad Social, conforme a lo previsto en los 
artículos 91.5, 100.4 y 100.5 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre -TRLGSS-.  

 

Por el contrario, en el presente proceso contable, la TGSS sustenta sus pretensiones en las 
disposiciones legales reguladoras de la responsabilidad contable. A este respecto, se citan en la 
demanda los artículos 2, 15, 38, 39 y 42 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal 
de Cuentas -LOTCu-; y los artículos 49 y 72 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento 
del Tribunal de Cuentas -LFTCu-. 
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La diferencia entre la base jurídica de las pretensiones objeto del recurso contencioso-
administrativo n.º 11/2020 y la de las pretensiones objeto del presente proceso contable es 
sustancial, situándose más allá de los límites dentro de los cuales este órgano jurisdiccional 
podría hacer uso de la facultad que le concede el artículo 218.1 de la LEC para aplicar el 
principio iura novit curia, y resolver conforme a las normas aplicables al caso, aunque no 
hubieran sido acertadamente citadas o alegadas por los litigantes.  

 

Es más, en el presente caso, la distinta base jurídica de las pretensiones ejercitadas determina 
que la jurisdicción para conocer de dichas pretensiones corresponda a distintos tribunales: las 
pretensiones de reintegro basadas exclusivamente en el TRLGSS corresponden a los tribunales 
del orden contencioso-administrativo de la jurisdicción ordinaria, que carecen de jurisdicción 
para resolver pretensiones basadas en la existencia de responsabilidad contable conforme a las 
disposiciones legales que regulan esta clase de responsabilidad; por el contrario, el 
conocimiento de las pretensiones sobre responsabilidad contable corresponde, en exclusiva, a 
la jurisdicción contable que es propia del Tribunal de Cuentas. 

Finalmente, resta añadir que tampoco resultan aplicables las previsiones del artículo 400 de la 
LEC, ya que dicho precepto solamente entra en juego cuando los fundamentos o títulos jurídicos 
que se alegan en el segundo proceso (en este caso, el presente Procedimiento de Reintegro por 
Alcance n.º B-1016/23) hubiesen podido alegarse en el primer proceso (en este caso, el recurso 
contencioso-administrativo n.º 11/2020, que se siguió ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional). En el supuesto aquí enjuiciado no concurre esta 
circunstancia pues, como se acaba de advertir anteriormente, las pretensiones de 
responsabilidad contable objeto del presente proceso contable no habrían podido plantearse 
en el recurso contencioso-administrativo n.º 11/2020, al no tener jurisdicción los tribunales del 
orden contencioso-administrativo para conocer de ellas, por estar reservado su conocimiento a 
la jurisdicción contable. 

En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento 
jurídico, se desestima la excepción de cosa juzgada planteada por la representación 
procesal de IBERMUTUA, así como la excepción de “falta de acción” alegada por la 
representación procesal de don J. y otros 48 demandados, y, en consecuencia, se 
desestiman todas las demás alegaciones de los demandados que se planteaban como 
una consecuencia de la excepción de cosa juzgada, y por las que se afirmaba que la 
demanda formulada por la TGSS en el presente proceso contable constituía un 
supuesto de fraude de ley, fraude procesal, vulneración de los principios de buena fe 
procesal y de confianza legítima, así como de la doctrina de los actos propios de la 
administración. 
 

TERCERO.- A la hora de valorar si concurren en el presente caso todos los elementos 
determinantes de la presunta responsabilidad contable de los codemandados, debe 
comenzarse por analizar si se ha producido, o no, un alcance en el patrimonio público de la 
Seguridad Social. 
Como punto de partida, debe hacerse referencia a la consolidada doctrina de la Sala de 
Justicia del Tribunal de Cuentas recaída en la interpretación del artículo 72.1 de la LFTCu  
(por todas, v. las Sentencias núm. 16/2020, de 30 de septiembre; núm. 15/2019, de 27 de 
septiembre; núm. 14/2019, de 26 de julio; núm. 1/2019, de 20 de marzo; núm. 13/2018, de 
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10 de octubre), y conforme a la cual el alcance a los fondos públicos viene determinado por 
el resultado, de acuerdo con las siguientes consideraciones: 
“[…] el art. 72.1 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas dispone que «se 
entenderá por alcance el saldo deudor injustificado de una cuenta o, en términos generales, 
la ausencia de numerario o de justificación en las cuentas que deban rendir las personas que 
tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos». De dicho precepto se 
desprende, de manera clara, que el alcance viene determinado por el resultado, es decir, 
por la inexistencia de justificación en una cuenta de fondos públicos, por la ausencia de 
acreditación del destino dado a los caudales o efectos públicos o, incluso, por la desaparición 
injustificada de los mismos, siendo, pues, indiferente la clase de cuenta o el concepto en 
donde aquél luzca.  
Precisando, aún más, el concepto de alcance, este Tribunal debe observar la consolidada línea 
doctrinal, reflejada en la Sentencia recurrida, con cita de la Sentencia de esta Sala de Justicia 
núm. 16/2009, de 22 de julio (que ha sido seguida, entre otras, por nuestras Sentencias nº 
6/2015, de 11 de noviembre, nº 18/2016, de 14 de diciembre, nº 26/2017, de 13 de julio y nº 
34/2017, de 28 de noviembre, también citadas) que considera incluido como alcance de los 
fondos, caudales o efectos de titularidad pública, no sólo los casos de ausencia de numerario 
en una cuenta o de su justificación, sino que también abarca a aquellos en que resulta 
imposible la justificación de la inversión o destino dado a los fondos públicos, puesto que no 
basta la justificación formal, sino que el destino de los fondos empleados debe ser el 
legalmente previsto”.  
En esta misma línea, en relación con el concepto de “pagos indebidos”, ya se había 
pronunciado con anterioridad la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas en el Auto núm. 
5/2004, de 3 de marzo, señalando lo siguiente:  
“[…] En esta línea el ilícito contable de haberse incurrido en pagos indebidos se ha venido 
interpretando como un supuesto reconducible al concepto de alcance de fondos públicos, en 
la medida que serían pagos carentes de justificación por carecer de causa, y por tanto 
subsumibles en la conducta descrita en el artículo 72.1 de la Ley de 5 de abril de 1988 […]”.  
Partiendo de esta consolidada doctrina de la Sala de Justicia recaída en la interpretación del 
artículo 72.1 de la LFTCu, y descendiendo a la concreta área de riesgo en la que se 
encuadrarían los hechos enjuiciados en el presente proceso contable, que no es otra que la 
relativa al carácter justificado, o no, de los pagos realizados por una mutua con cargo al 
patrimonio público de la Seguridad Social, debe partirse de la regulación legal general de 
las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, que se contiene en los artículos 80 y ss. 
del TRLGSS, y en el Reglamento sobre colaboración de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y 
Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, regulado en el Real Decreto 1993/1995, 
de 7 de diciembre.  
Conforme al apartado primero del artículo 80 del TRLGSS, las mutuas son asociaciones 
privadas de empresarios constituidas mediante autorización del Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social e inscripción en el registro especial dependiente de éste, que tienen por 
finalidad colaborar en la gestión de la Seguridad Social, bajo la dirección y tutela de aquél, 
sin ánimo de lucro y asumiendo sus asociados responsabilidad mancomunada en los 
supuestos y con el alcance establecidos en la TRLGSS. En cuanto a su naturaleza jurídica, en 
el apartado 4 del mismo precepto se establece que “Las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social forman parte del sector público estatal de carácter administrativo, de 
conformidad con la naturaleza pública de sus funciones y de los recursos económicos que 
gestionan, sin perjuicio de la naturaleza privada de la entidad”.  
Esta integración de las mutuas en el sector público se establece también en diversas normas 
sectoriales: Así, en el ámbito presupuestario, el artículo 2.2 h) de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria; o, en materia de contratación pública, el artículo 3.1 f) 
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de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.  
Por otro lado, en cuanto al objeto o finalidad de las mutuas, en el artículo 80.2 del TRLGSS 
se recogen, sin carácter de numerus clausus, las actividades que pueden desempeñar en su 
función de colaboración en la gestión de la Seguridad Social. Esta regulación es completada 
con lo dispuesto en el apartado tercero del mismo artículo, que excluye expresamente 
determinadas actividades que podrían desempeñar las mutuas en el ejercicio de la referida 
función de colaboración:  
“La colaboración de las mutuas en la gestión de la Seguridad Social no podrá servir de 
fundamento a operaciones de lucro mercantil ni comprenderá actividades de captación de 
empresas asociadas o de trabajadores adheridos. Tampoco podrá dar lugar a la concesión de 
beneficios de ninguna clase a favor de los empresarios asociados, ni a la sustitución de estos 
en las obligaciones que les correspondan por su condición de empresarios”. 
En relación con lo anterior, debe destacarse que el artículo 84.1 del TRLGSS, relativo al 
“régimen económico-financiero” de las mutuas, establece la vinculación entre los fondos de 
la Seguridad Social entregados a las mutuas y el cumplimiento de su función pública de 
colaboración en la gestión de la Seguridad Social, al disponer lo siguiente: 
“El sostenimiento y funcionamiento de las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, así 
como de las actividades, prestaciones y servicios comprendidos en su objeto, se financiarán 
mediante las cuotas de la Seguridad Social adscritas a las mismas, los rendimientos, 
incrementos, contraprestaciones y compensaciones obtenidos tanto de la inversión financiera 
de estos recursos como de la enajenación y cese de la adscripción por cualquier título de los 
bienes muebles e inmuebles de la Seguridad Social que estén adscritos a aquellas y, en 
general, mediante cualquier ingreso obtenido en virtud del ejercicio de la colaboración o 
por el empleo de los medios de la misma”. 
Junto a la financiación de las actividades, prestaciones y servicios comprendidos en su objeto 
o finalidad de colaboración en la gestión de la Seguridad Social, debe añadirse que las cuotas 
de la Seguridad Social financian también los denominados “gastos de administración” de 
las mutuas (artículo 84.4 del TRLGSS), así como los “gastos de asistencia” a las reuniones de 
la Junta Directiva, de la Comisión de Control y Seguimiento y de las Comisiones de 
Prestaciones Especiales (artículo 91.3 del TRLGSS y sus preceptos reglamentarios de 
desarrollo).  
En definitiva, partiendo de las premisas doctrinales y normativas que se han expuesto en el 
presente fundamento jurídico, a efectos de determinar si en el supuesto aquí enjuiciado se 
ha producido un alcance en el patrimonio público de la Seguridad Social, a continuación, en 
los siguientes fundamentos jurídicos, se procederá a examinar si constituyen “pagos 
carentes de justificación”, o no, los concretos pagos realizados por IBERMUTUA que se 
identifican y califican como no justificados en la demanda de la TGSS, a la que se ha 
adherido íntegramente el Ministerio Fiscal, y que se recogen resumidamente en el 
fundamento jurídico primero de la presente resolución. 
CUARTO.- Pagos en concepto de “dietas” por asistencia a reuniones de la Comisión 
Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015 a 2018, y por un importe total de 
59.001,76 euros. 
 Según la demanda de la TGSS, los pagos realizados con cargo al patrimonio público de la 
Seguridad Social en concepto de “dietas” por asistencia a reuniones de la Comisión 
Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015-2018, y por un importe total de 59.001,76 
euros, habrían supuesto un sobresueldo para los miembros de este órgano de la mutua por 
cuanto supondría destinar fondos públicos de la Seguridad Social para compensar los gastos 
de asistencia a un órgano no contemplado en el artículo 91.3 del TRLGSS; además, añade que 
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también supondrían una vulneración de lo establecido en los artículos 38 y 76 de los 
Estatutos de IBERMUTUA, en su redacción vigente en el momento temporal en que se 
produjeron los hechos enjuiciados: “Los miembros designados para integrar las Comisiones y 
Juntas a que alude el presente artículo desempeñarán sus cargos a título honorífico y de 
forma gratuita" (artículo 38). “Los miembros designados de los Órganos de Gobierno y 
participación de la Entidad, así como los designados para formar parte de las Comisiones y 
Juntas previstas en el artículo 38 de estos Estatutos no podrán percibir retribución alguna por 
su gestión” (artículo 76). 
 
Por su parte, la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más aduce, en 
síntesis, que el pago de las dietas de referencia, cuya realidad no discute, no supondría una 
vulneración lo establecido en los artículos 38 y 76 de los Estatutos de IBERMUTUA por 
cuanto, a su juicio, dichos preceptos estatutarios no lo prohibirían; precisa que estas dietas 
no se abonaban como un sueldo, sino como una compensación por la asistencia real y 
efectiva a las reuniones de la Comisión Económica, que se celebraban para cumplir con el fin 
social asignado a la entidad mutual; añade que las personas a quienes el demandante imputa 
la responsabilidad por estos pagos no habrían intervenido en los mismos; y, finalmente, 
concluye que, en todo caso, dichas dietas fueron pagadas con cargo al patrimonio histórico 
de la Mutua, y no con cargo a los fondos públicos de la Seguridad Social, tal y como resulta 
acreditado, a su juicio, con las certificaciones aportadas en fase de actuaciones previas. 
La normativa vigente establece de manera precisa cuáles son los “gastos de asistencia” a 
órganos de las mutuas que se financian con cargo al patrimonio de la Seguridad Social. Así, el 
artículo 91.3 del TRLGSS dispone lo siguiente:  
“La condición de miembro de la Junta Directiva, de la Comisión de Control y Seguimiento y 
de las Comisiones de Prestaciones Especiales será gratuita, sin perjuicio de que la mutua en 
la que se integren les indemnice y compense por los gastos de asistencia a las reuniones de 
los respectivos órganos, en los términos que se establezcan reglamentariamente, teniendo en 
cuenta lo establecido en el artículo 87.3 en relación con el Presidente de la Junta Directiva”. 
En concordancia con la anterior remisión a la normativa reglamentaria, el artículo 20 del Real 
Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento sobre 
colaboración de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la 
Seguridad Social, establece lo siguiente: 
“1. En los estatutos de las Mutuas, que deberán recoger expresamente su sometimiento al 
presente Reglamento y demás normativa de aplicación, se consignará necesariamente 
(…) 
3.º Régimen económico-administrativo, expresando: 
(…) 
d) La prohibición de que los asociados que desempeñen cargos directivos perciban cualquier 
clase de retribución por su gestión, con excepción de la compensación que por la asistencia a 
las reuniones de la Junta directiva perciban sus miembros, así como de las compensaciones 
que correspondan a los miembros de los órganos de participación a que se refiere el artículo 
32, todo ello en los términos que establezca el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social” 
Asimismo, en el artículo 32, apartados tercero y cuarto, del citado Real Decreto 1993/1995, 
de 7 de diciembre, se recoge lo siguiente: 
“3. La participación institucional en el control y seguimiento de la gestión de las Mutuas de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, se efectuará por 
la Comisión de control y seguimiento prevista en el artículo 37. 
4. Asimismo, la participación de los trabajadores protegidos por la Mutua en la dispensa de 
las prestaciones y beneficios de asistencia social que otorgue la misma, se realizará a través 
de la Comisión de prestaciones especiales que se regula en el artículo 67”. 
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Finalmente, en desarrollo de lo establecido en los precitados artículos, debe añadirse que el 
artículo 6.3 de la Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 2 de agosto de 1995, 
regula las compensaciones por asistencia a las reuniones de la Comisión de Control y 
Seguimiento; y los artículos 5 y 6 de la Orden TIN/246/2010, de 4 de febrero, regulan y fijan 
las cuantías máximas de las compensaciones por asistencia a las reuniones que pueden 
percibir los miembros de la Junta Directiva y de las Comisiones de Prestaciones Especiales. 
Por lo tanto, conforme a los preceptos legales y reglamentarios que se han referido 
anteriormente, resulta incontrovertible que los “gastos de asistencia” a la Comisión 
Económica de IBERMUTUA no podían pagarse con cargo al patrimonio público de la 
Seguridad Social, ya que sólo pueden pagarse con fondos públicos los “gastos de asistencia” a 
las reuniones de los siguientes órganos de una mutua: la Junta Directiva, la Comisión de 
Control y Seguimiento, y las Comisiones de Prestaciones Especiales. 
Como ya se ha advertido al inicio del presente fundamento, la representación procesal de don 
J. y otros 48 demandados más alega que, según se desprende de las certificaciones aportadas 
en fase de actuaciones previas por IBERMUTUA, se realizaron con cargo al patrimonio 
histórico de la mutua los pagos en concepto de “dietas” por asistencia a reuniones de la 
Comisión Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015-2018, y por un importe total de 
59.001,76 euros. Efectivamente, obran en las actuaciones diferentes certificaciones emitidas 
por la Directora Económica y de Control Interno de IBERMUTUA, de fechas 9 de junio de 2021 
(documento PDF número 3 de la subcarpeta “Anexo. Resumen cert, estat y poderes”, incluida 
en la carpeta AP 41-20 DIGITAL), 14 de diciembre de 2022 (documento PDF número 7, con la 
misma ubicación que el anterior) y 16 de marzo de 2023 (documento PDF número 8, con la 
misma ubicación que los dos anteriores), en las que se afirma que el pago de las referidas 
“dietas” se hizo con cargo al patrimonio histórico de la mutua. 
Sin embargo, en relación con esta cuestión, en el acta de liquidación provisional de fecha 12 
de mayo de 2023 (v. pág. 72), en la que se fundamentan las pretensiones de los 
demandantes, el Delegado Instructor de las Actuaciones Previas n.º 41/2020 concluyó, previa 
y provisionalmente, lo siguiente:  
“[…] En segundo lugar, se alega que estos abonos se hicieron a cargo al Patrimonio Histórico 
de la Entidad, pero sin aportar la prueba documental requerida ni prueba alguna que pruebe 
esta manifestación de que estos abonos que se hicieron a miembros de la “Comisión 
económica” se hayan realizados con cargo al patrimonio privativo de Ibermutua, sino como 
ya se puso de manifiesto éstos se hicieron con cargo al patrimonio de la Seguridad Social, no 
constando que se hiciera con cargo al Patrimonio Histórico de la Entidad, cuestión que por 
otra parte no desconoció la Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de mayo de 2021, tan 
traída a estas actuaciones por Ibermutua, pues de ella lo que se puede afirmar es que «Esas 
conductas, si es que resultaren ilícitas, poseen encaje en otros preceptos, pero no en el tipo 
aplicado». Por lo que con esta última conclusión el Tribunal Supremo está advirtiéndonos de 
la posibilidad de enjuiciar «esas conductas» en otros ámbitos jurisdiccionales, como es el de la 
jurisdicción contable, a la que corresponde dilucidar si los abonos realizados por dietas se 
fundaron y estuvieron justificados en la normativa vigente para poder ser abonados, y si los 
mismos han producido un perjuicio a los fondos públicos”. 
 A la hora de valorar la prueba obrante en las actuaciones, debe recordarse que la Sala de 
Justicia del Tribunal de Cuentas, en reiterada doctrina (por todas, v. Sentencias n.º 11/2024, 
de 17 de octubre; n.º 6/2024, de 11 de junio; n.º 4/2024, de 6 de mayo), viene afirmando lo 
siguiente: 
“[…] en el ámbito de la jurisdicción contable, si bien resultan plenamente aplicables las reglas 
de carga de la prueba previstas en el artículo 217 de la LEC, dichas reglas se encuentran 
fuertemente matizadas dado que, en materia de responsabilidad contable, la debida 
justificación del destino dado a los fondos públicos por quien tiene encomendada su gestión 
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no pertenece al ámbito jurídico-procesal de la carga de la prueba, sino que se sitúa en el 
terreno jurídico-material del concepto legal del alcance contable.  
[…]  
Por lo tanto, de acuerdo con la anterior doctrina jurisprudencial, a la hora de valorar si se ha 
producido un alcance en los caudales de una determinada Entidad Pública, la justificación 
debida de la disposición de los fondos públicos, que incumbe a todo gestor de fondos públicos 
o cuentadante respecto a los mismos, presenta una doble vertiente: por un lado, el gestor de 
fondos públicos deberá acreditar la inversión o destino dado a los fondos de los que se haya 
dispuesto; y, por otro lado, la inversión o destino deberá ser el legalmente previsto. De esta 
forma, el alcance en los fondos públicos podrá apreciarse, bien cuando el gestor de fondos 
públicos no consiga acreditar el destino de los fondos de los que haya dispuesto, o bien, 
cuando habiendo acreditado dicho destino, el mismo sea distinto del previsto en la normativa 
vigente para los fondos públicos de que se trate […]”.  
Conforme a la precitada doctrina de la Sala de Justicia, y una vez valorado el conjunto de la 
prueba documental obrante en las actuaciones conforme a las reglas de la sana crítica, debe 
concluirse que las referidas certificaciones elaboradas unilateralmente por  IBERMUTUA, y 
aportadas a las Actuaciones Previas n.º 41/2020, no constituyen una prueba suficiente para 
acreditar que se realizaron con cargo al patrimonio histórico de la mutua el pago de las dietas 
por asistencia a las reuniones de la Comisión Económica, durante los años 2015 a 2018, y por 
un importe total de 59.001,76 euros. En este sentido debe advertirse que, aparte de las 
referidas certificaciones aportadas por IBERMUTUA, las representaciones procesales de los 
demandados, en su condición de gestores de fondos públicos de la Seguridad Social que 
estaban obligados a justificar debidamente el destino dado a los mismos, no han aportado, ni 
tampoco han propuesto en el momento procesal oportuno, cualquier otra prueba documental 
(documentación bancaria, documentación contable, etc.) o de otra naturaleza que 
complementase lo afirmado en dichas certificaciones y, en su virtud, acreditase que, 
efectivamente, el pago de estas dietas se hubiera realizado con cargo a la cuenta del 
patrimonio histórico de IBERMUTUA, y no la cuenta del patrimonio de la Seguridad Social, tal 
y como sostienen los demandantes con fundamento en las conclusiones de la citada acta de 
liquidación provisional, de fecha 12 de mayo de 2023, dictada en las Actuaciones Previas n.º 
41/2020. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento jurídico, 
debe concluirse que, al no haber resultado justificados, constituyen alcance a los fondos 
públicos de la Seguridad Social los pagos en concepto de “dietas” por asistencia a reuniones 
de la Comisión Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015 a 2018, y por un importe 
total de 59.001,76 euros. 
QUINTO.- Pagos en concepto de “gastos de representación”, durante los años 2015 a 2017, y 
por un importe total de 167.574,87 euros. 
 Según la demanda, bajo la rúbrica de los “gastos de representación” se incluyen todos 
aquellos gastos derivados de invitaciones a comidas (desayuno, comida o cena), durante los 
años 2015 a 2017 y con cargo al patrimonio de la Seguridad Social que gestionaba la 
IBERMUTUA, que respondían a tres supuestos típicos -que además podían darse en una 
misma comida-: 1) invitaciones a trabajadores de la propia mutua; 2) invitaciones a personas 
ajenas a la mutua que aparecen identificadas: empresas (asociadas o no la mutua), asesorías, 
gestorías, bufetes de abogados, profesionales diversos, etc. 3) invitaciones a personas no 
identificadas. La demandante alega que los llamados “gastos de representación”, por su 
propia naturaleza, están excluidos del ámbito de las mutuas, que no pueden dedicarse a 
ninguna actividad de lucro mercantil ni de captación ex artículo 80.3 del TRLGSS, por lo que 
esta clase de gastos resultan contrarios al fin público de colaboración de las mutuas. 
Por su parte, la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más aduce que, 
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en relación con las invitaciones a los trabajadores de la mutua, los gastos se habrían hecho 
con ocasión de reuniones, jornadas o cursos de formación, por lo que no serían contrarios a 
la actividad de colaboración y su cuantía se habría ajustado a lo fijado en el Convenio 
Colectivo que resultaba aplicable. Por otro lado, respecto del gasto realizado para invitar a las 
empresas y profesionales ajenos a la mutua, manifiesta que no se ha probado por la 
demandante que la mutua hubiese actuado con la finalidad de obtener un lucro mercantil, 
pretendiendo captar otras empresas, o que hubiese destinado los fondos de la Seguridad 
Social a fines distintos a la colaboración con la Seguridad Social. Finalmente, respecto de las 
invitaciones a personas no identificadas, alega que los gastos se realizaron en “el legítimo 
ejercicio de sus competencias como entidad colaboradora con la Seguridad Social, a través de 
altos directivos en el marco del desempeño de sus responsabilidades ejecutivas y de 
representación, en atenciones protocolarias y representativas, lo cual no ha de suponer un 
alejamiento del fin social atribuido”; y añade que “el hecho de que en el sector mutualista no 
se contemple específicamente un concepto de gasto de representación, no puede ser óbice 
para no entender como correcta y ajustada a derecho, la actuación de la entidad en orden a 
asumir unos gastos relacionados con el ejercicio de su fin social”. 
Las representaciones procesales de los demandados no han cuestionado que estos pagos se 
hubieran realizado con cargo al patrimonio de la Seguridad Social.  
En el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, se mantiene un criterio un 
criterio restrictivo en cuanto a la procedencia de abonar los gastos de comidas y 
restauración de las mutuas con cargo al patrimonio de la Seguridad Social. En este sentido, 
puede citarse, por todas, la reciente Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Nacional, de fecha 8 de abril de 2025 (Sección 4ª; recurso n.º 649/2019; 
ECLI: ES:AN:2025:2146), en la que, con remisión a anteriores pronunciamientos de ese mismo 
tribunal, se afirma lo siguiente: 
“[…] Yendo más allá, el análisis de fondo de cada una de las facturas permite observar que, 
salvo para la factura número de orden 7º, no existe justificación alguna para el abono con 
cargo a recursos públicos de las comidas de cualquier persona que tenga algún tipo de 
relación y vinculación con la Mutua, sin que pueda justificarse porque previamente se haya 
mantenido una reunión de trabajo. Siendo, además, que la referida práctica se presenta de 
forma sistemática, como viene a reconocer la propia Mutua, se ha de concluir que la misma 
es incompatible con los principios de ausencia de ánimo de lucro y de prohibición de 
concesión de beneficios de ninguna clase a favor de los empresarios asociados, que establece 
el artículo 80.3 del vigente texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. […] Como 
se ha indicado anteriormente, no se establecen estas mismas conclusiones sobre la factura 
n.º de orden 7 dado que corresponden a una reunión de miembros de los órganos de gobierno 
y participación de la Mutua, quedando justificada su relación con la actividad colaboradora  
[…] 
SÉPTIMO.- Para contestar a las anteriores alegaciones que constituyen el segundo bloque 
argumental del escrito rector, conviene, en primer lugar, reparar en que en las distintas 
sentencias de esta Sección que abordan esta problemática, con carácter general venimos 
manteniendo un criterio restrictivo en cuanto a la procedencia de abonar los gastos de 
comidas y restauración con cargo a la Seguridad Social, cuya admisión cabe mediante una 
apreciación de carácter técnico que ha de efectuar en cada caso la propia Administración (la 
Intervención de la Seguridad Social), lo que desde luego no evita que la Mutua pueda 
devengarlos si bien habrá de hacerlo con cargo a su patrimonio histórico. 
[…] 
En el mismo sentido, en la sentencia de 20 de enero de 2016 pronunciada en el recurso 
326/2014 -que es la que se cita en el informe definitivo-, analizábamos unos cargos de 
tarjetas de crédito por almuerzos y comidas de trabajo en el importe de 3.733,91 euros, 
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recordándose, tal y como se afirmaba en la SAN 27 de junio de 2012 en el recurso 178/11, que 
estos gastos «no pueden ser asumibles por la Seguridad Social al exceder del ámbito de 
colaboración con la misma, compartiéndose el criterio de la Administración de que estamos 
ante una liberalidad de la Mutua que sobrepasa los límites de su actividad como entidad 
colaboradora de la Seguridad Social, pues no se aprecia relación alguna entre dicho gasto y 
esa actividad de colaboración».  
Igualmente, en la sentencia de 27 de junio de 2012 recaída en el recurso 178/2011, respecto 
de unos gastos derivados de organización de eventos y servicios de restauración 
argumentábamos lo siguiente: «La parte actora justifica dichos gastos manifestando que el 
objeto de la restauración, en ambos casos, trae causa en actividades esenciales relacionadas 
con el principal objeto de la Mutua cual es el de colaborar en la gestión de la Seguridad Social, 
ya que el motivo de la primera comida fue la celebración de la sesión en 12 de diciembre de 
2006 de la Junta directiva de MUTUALIA, en la que se acordó la convocatoria de la Junta 
General Extraordinaria del 27 del mismo mes para aprobar la fusión con La Previsora; y la 
comida del día 27 de diciembre de 2006 en el restaurante Casa Nicolasa de San Sebastián, 
estuvo motivada por la celebración de esa Junta General Extraordinaria, invitando a los 
representantes de las empresas asociadas asistentes a la misma. El motivo no puede ser 
acogido, pues de las propias alegaciones de la parte actora se desprende que tales gastos no 
pueden ser asumibles por la Seguridad Social al exceder del ámbito de colaboración con la 
misma, compartiéndose el criterio de la Administración de que alguna entre dicho gasto y esa 
actividad de colaboración estamos ante una liberalidad de la Mutua que sobrepasa los límites 
de su actividad como entidad colaboradora de la Seguridad Social...» […]”. 
En definitiva, conforme a la doctrina expuesta anteriormente, el hecho determinante para 
entender que los gastos de comidas y restauración de las mutuas se puedan realizar con 
cargo al patrimonio de la Seguridad Social es que dichos gastos no excedan de la finalidad 
pública de las mutuas de colaboración en la gestión de la Seguridad Social, circunstancia esta 
que habrá de apreciarse en cada caso concreto mediante la valoración conjunta de la prueba 
practicada en el proceso correspondiente. 
Pues bien, aplicando los anteriores pronunciamientos al supuesto aquí enjuiciado, resulta 
que, una vez valorado el conjunto de la prueba documental obrante en las actuaciones 
conforme a las reglas de la sana crítica, no existe documentación que acredite de manera 
suficiente que los pagos realizados en concepto de “gastos de representación”, durante los 
años 2015 a 2017, y por un importe total de 167.574,87 euros, se destinaron al fin público de 
las mutuas de colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 
Efectivamente, la única documentación obrante en las actuaciones que se refiere a los pagos 
en concepto de “gastos de representación”, durante los años 2015-2017, consiste en la 
certificación de fecha 27 de marzo de 2023 (documento PDF número 8.1 de la subcarpeta 
“Anexo. Resumen cert, estat y poderes”, incluida en la carpeta AP 41-20 DIGITAL) y un 
documento Excel n.º 5 anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020 
(documento EXCEL número 5 anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020, que 
se ubican en la subcarpeta “2. Doc Adjunta a certif 1”, incluida en la subcarpeta “Anexo. 
Resumen cert, estat y poderes”, que, a su vez, se incluye en la carpeta matriz AP 41-20 
DIGITAL), que fueron elaborados unilateralmente por IBERMUTUA, y aportados en fase de 
actuaciones previas.  
En la certificación de fecha 27 de marzo de 2023 se recoge una tabla resumen en la que se 
identifican las personas de IBERMUTUA que autorizaron pagos en concepto de “gastos de 
representación”, durante los años 2015-2017, señalando los correspondientes importes.    
En cuanto al documento Excel n.º 5 anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 
2020, se recogen todos los pagos realizados por el citado concepto, durante el referido 
período temporal, que ascienden a la cantidad total de 167.574,87 euros, una vez 
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descontados los reintegros por importes de 366,30 euros y de 358,05 euros realizados por el 
Subdirector General y el Director Territorial de Cataluña, respectivamente (documentos PDF 
números 7 y 8 anexos a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020, que se ubican en 
la subcarpeta “2. Doc Adjunta a certif 1”, incluida en la subcarpeta “Anexo. Resumen cert, 
estat y poderes”, que, a su vez, se incluye en la carpeta matriz AP 41-20 DIGITAL).  
Pues bien, en esta hoja Excel sólo se ofrece información sobre el autorizante del gasto y su 
NIF, así como sobre el importe del gasto y la fecha del mismo, sin precisar cuáles son las 
personas en cuyo beneficio se han realizado estos gastos (invitados), y sin mención alguna al 
concepto u objeto de dichos gastos. En cualquier caso, aparte de lo anterior, lo que resulta 
esencial a efectos probatorios es que esa hoja Excel no viene soportada por ningún tipo de 
documentación justificativa obrante en las actuaciones (facturas, tickets, etc. con indicación 
de quiénes eran los comensales y del concepto u objeto de la comida) que, en su caso, pudiera 
acreditar que el destino de esos pagos realizados en concepto de “gastos de representación” 
realizados con fondos públicos no excediera de la finalidad pública de las mutuas de 
colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 
Por lo demás, y de conformidad con la reiterada doctrina de la Sala de Justicia a la que se ha 
hecho referencia en el anterior fundamento jurídico (por todas, v. Sentencias n.º 11/2024, de 
17 de octubre; n.º 6/2024, de 11 de junio; n.º 4/2024, de 6 de mayo), debe añadirse que ni 
IBERMUTUA ni los otros 49 demandados, en su condición de gestores de fondos públicos de la 
Seguridad Social que estaban obligados a justificar debidamente el destino dado a los 
mismos, han aportado, o propuesto en el momento procesal oportuno, cualquier otra prueba 
documental o de otra naturaleza que acreditase que los referidos pagos en concepto de 
“gastos de representación” estuvieran destinados a la finalidad pública de colaboración de 
IBERMUTUA. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento jurídico, 
debe concluirse que, al no haber resultado justificados, constituyen alcance a los fondos 
públicos de la Seguridad Social los pagos en concepto de “gastos de representación”, durante 
los años 2015 a 2017, y por un importe total de 167.574,87 euros. 
SEXTO. Pagos en concepto de “gastos de cafetería”, durante los años 2015 a 2018, por un 
importe total de 203.548,27 euros. 
Según la demanda de la TGSS, se habrían realizado una serie de pagos con cargo a los fondos 
públicos de la Seguridad Social para hacer frente a gastos realizados en la cafetería del 
domicilio social de IBERMUTUA sito en Madrid, durante los años 2015 a 2018, en concepto de 
“servicios de coctel y desayunos” y de “menús para órganos de participación y control”, que 
ascenderían a un importe total de 203.548,27 euros. Precisa que un número indeterminado 
de estos gastos obedecerían al concepto de “desayuno”, sin que hubiera concurrido el 
requisito de la pernoctación del trabajador, tal y como exigía la propia circular interna n.º 
1/2016 de IBERMUTUA. Finalmente, concluye que estos “gastos de cafetería” no estarían 
amparados por ninguna disposición legal y constituirían alcance a los fondos públicos, al no 
estar destinados al fin público de las mutuas de colaboración en la gestión de la Seguridad 
Social. 
Por su parte, la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más alega, en 
síntesis, que, según se desprende de la certificación de fecha 16 de marzo de 2023, firmada 
por la Directora Económica de IBERMUTUA (documento PDF número 8 de la subcarpeta 
“Anexo. Resumen cert, estat y poderes”, incluida en la carpeta AP 41-20 DIGITAL), estos 
“gastos de cafetería” se destinaron a compensar las asistencias de los miembros de 
determinados órganos de la mutua como la Comisión de Prestaciones Especiales, el Comité de 
Seguridad y Salud o la Comisión de Igualdad; y, asimismo, a compensar las asistencias de 
trabajadores de la mutua a reuniones de trabajo o acciones formativas, por lo que dichos 
gastos cumplirían el fin de colaboración de las mutuas. Por lo demás, añade que los 
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desayunos pueden pagarse, en circunstancias excepcionales, incluso si no hay pernocta del 
trabajador, como exigía la normativa interna de la Mutua; y, finalmente, concluye señalando 
que los autorizantes de los gastos actuaron dentro de sus competencias, y teniendo en cuenta 
que las entidades gestoras del INSS y de la TGSS acostumbraban a hacer lo mismo en sus 
reuniones con directores y terceras personas. 
Las representaciones procesales de los demandados no han cuestionado que estos pagos se 
hubieran realizado con cargo al patrimonio de la Seguridad Social. 
Una vez valorado el conjunto de la prueba documental obrante en las actuaciones conforme a 
las reglas de la sana crítica, resulta que la citada certificación de IBERMUTUA de fecha 16 de 
marzo de 2023, ni ninguna otra documentación obrante en autos, resultan suficientes para 
acreditar la realidad de las alegaciones que realiza la representación procesal de don J. y 
otros 48 demandados más.  
En este sentido, debe advertirse que, al igual que en el supuesto analizado en el anterior 
fundamento jurídico, dicha certificación no viene soportada por documentación justificativa 
obrante en las actuaciones (facturas, tickets, etc. con indicación de quiénes eran los 
comensales y del concepto u objeto de la comida) que, en su caso, pudiera acreditar que, 
como alega la representación procesal de los 49 demandados, los referidos “menús para 
órganos de participación y control” se pagaron por las asistencias a los órganos de 
IBERMUTUA a los que se refiere el artículo 91.3 del TRLGSS y sus preceptos reglamentarios de 
desarrollo (la Junta Directiva, la Comisión de Control y Seguimiento, o las Comisiones de 
Prestaciones Especiales); o que los mencionados “servicios de coctel y desayunos” se pagaron 
a trabajadores de la propia mutua por su asistencia a reuniones de trabajo o acciones 
formativas que, en su caso, pudieran entenderse destinadas al fin público de colaboración de 
las mutuas.  
Por lo anterior, debe concluirse que no ha resultado probado que el destino de esos pagos 
realizados en concepto de “gastos de cafetería” del domicilio social de la mutua sito en 
Madrid, con cargo a las cuentas de la Seguridad Social, no excediera de la finalidad pública 
de las mutuas de colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 
Finalmente, y de conformidad con la reiterada doctrina de la Sala de Justicia a la que se ha 
hecho referencia en el fundamento jurídico cuarto de la presente resolución (por todas, v. 
Sentencias n.º 11/2024, de 17 de octubre; n.º 6/2024, de 11 de junio; n.º 4/2024, de 6 de 
mayo), debe añadirse que ni IBERMUTUA ni los otros 49 demandados, en su condición de 
gestores de fondos públicos de la Seguridad Social que estaban obligados a justificar 
debidamente el destino dado a los mismos, han aportado, o propuesto en el momento 
procesal oportuno, cualquier otra prueba documental o de otra naturaleza que acreditase 
que los referidos pagos en concepto de “gastos de cafetería” del domicilio social de la mutua 
sito en Madrid estuvieran destinados a la finalidad pública de colaboración de IBERMUTUA. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento jurídico, 
debe concluirse que, al no haber resultado justificados, constituyen alcance a los fondos 
públicos de la Seguridad Social los pagos en concepto de “gastos de cafetería”, durante los 
años 2015 a 2018, por importe de 203.548,27 euros.  
SÉPTIMO. Pagos en concepto de “gastos por otras facturas de hostelería”, durante los años 
2014 a 2017, y por un importe total de 268.791,87 euros. 
Según la demanda de la TGSS, durante los años 2014 a 2017 y con cargo a los fondos públicos 
de la Seguridad Social, se habrían realizado una serie de pagos de diferentes facturas 
emitidas por la empresa proveedora de los servicios de comedor y cafetería del hospital 
propiedad de IBERMUTUA sito en Espinardo (Murcia), por un importe total de 262.732,87 
euros; y, asimismo, durante el referido período temporal, se habrían pagado una serie de 
facturas emitidas por el Restaurante “El Cruce” (proveedor de servicios de catering para el 
centro de trabajo de Sevilla), por un importe total de 6.059 euros. La suma de ambas 
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cantidades pagadas por estos servicios de hostelería asciende al importe total de 268.791,87 
euros, que la demandante considera como pagos no justificados al entender que no se habría 
podido acreditar que los mismos estuvieran destinados al fin público de la Mutua de 
colaboración en la gestión de la Seguridad Social.  
Por su parte, la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más aduce, en 
síntesis, que los pagos abonados por estos servicios de hostelería “han sido legales y 
ajustados a la normativa de funcionamiento interna de la entidad, cumpliendo con las 
previsiones legales y con arreglo al fin social asignado a la misma, permitiendo concluir, en 
consecuencia, que ningún alcance ha existido al respecto y que mis patrocinados afectados 
por esta supuesta irregularidad, han de quedar exonerados de cualquier atisbo de 
responsabilidad en la medida en que han actuado con arreglo al marco contractual que les 
resulta de aplicación, ejerciendo sus funciones con arreglo al cargo que ocupaban y 
gestionando fondos en el más estricto cumplimiento de las normas”. 
Además de las alegaciones anteriores, en el escrito de conclusiones presentado por esa 
representación procesal, se añade que, de conformidad con la contestación de fecha 23 de 
marzo de 2022, que remitió la Directora Económica de IBERMUTUA al Delegado Instructor de 
las Actuaciones Previas n.º 41/2020 (documento PDF denominado “21-25.Contestación al 
oficio 3”, incluido en la carpeta AP 41-20 DIGITAL), el 87% del gasto generado por los 
servicios de hostelería prestados en el hospital de IBERMUTUA sito en Espinardo se 
correspondería con la cobertura de la actividad asistencial del centro, fundamentalmente por 
su carácter hospitalario y de urgencias 24 horas, entre los que se destacan los siguientes 
conceptos: servicio de habitaciones planta hospitalaria; servicios a planta hospitalaria; 
servicio a quirófanos; comidas al personal sanitario de guardias y comidas al personal de 
IBERMUTUA.  
Las representaciones procesales de los demandados no han cuestionado que estos pagos se 
hubieran realizado con cargo al patrimonio de la Seguridad Social. 
Una vez valorado el conjunto de la prueba documental obrante en las actuaciones 
conforme a las reglas de la sana crítica, resulta que no existe documentación que acredite de 
manera suficiente que los pagos realizados en concepto de “gastos por otras facturas de 
hostelería”, durante los años 2014 a 2017, y por un importe total de 268.791,87 euros, se 
destinaron al fin público de las mutuas de colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 
Efectivamente, obra en las actuaciones la contestación de fecha 23 de marzo de 2022, que 
remitió la Directora Económica de IBERMUTUA al Delegado Instructor, a cuyo contenido se 
remite el escrito de conclusiones de la representación procesal de los 49 demandados, y, 
asimismo, el documento Excel n.º 11 anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 
2020 (documento EXCEL número 11 anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 
2020, que se ubica en la subcarpeta “2. Doc Adjunta a certif 1”, incluida en la subcarpeta 
“Anexo. Resumen cert, estat y poderes”, que, a su vez, se incluye en la carpeta matriz AP 41-
20 DIGITAL), en el que se recogen todos los pagos realizados por el citado concepto, durante 
el referido período temporal, que ascienden a la cantidad total de 268.791,87 euros, y se 
ofrece información sobre el NIF del autorizante del gasto y la empresa que emite la factura, 
así como sobre el importe, la fecha y el concepto u objeto de dichos gastos. 
Sin embargo, lo que resulta realmente trascendente a efectos probatorios es que la 
información contenida tanto en esa hoja Excel, como en la referida contestación de fecha 
23 de marzo de 2022, documentos ambos elaborados unilateralmente por IBERMUTUA y 
aportados en fase de actuaciones previas, no viene soportada por ningún tipo de 
documentación justificativa obrante en las actuaciones (facturas, tickets, etc. con 
indicación de quiénes eran los comensales y del concepto u objeto de la comida), que, en su 
caso, pudiera acreditar que el destino de esos pagos realizados con fondos públicos, para 
hacer frente los referidos servicios de hostelería prestados a los centros de trabajo de 
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Espinardo (Murcia) y de Sevilla, no excediera de la finalidad pública de las mutuas de 
colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 
Finalmente, y de conformidad con la reiterada doctrina de la Sala de Justicia a la que se ha 
hecho referencia en el fundamento jurídico cuarto de la presente resolución (por todas, v. 
Sentencias n.º 11/2024, de 17 de octubre; n.º 6/2024, de 11 de junio; n.º 4/2024, de 6 de 
mayo), debe añadirse que ni IBERMUTUA ni los otros 49 demandados, en su condición de 
gestores de fondos públicos de la Seguridad Social que estaban obligados a justificar 
debidamente el destino dado a los mismos, han aportado, o propuesto en el momento 
procesal oportuno, cualquier otra prueba documental o de otra naturaleza que acreditase 
que los referidos pagos en concepto de “gastos por otras facturas de hostelería” estuvieran 
destinados a la finalidad pública de colaboración de IBERMUTUA. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento jurídico, 
debe concluirse que, al no haber resultado justificados, constituyen alcance a los fondos 
públicos de la Seguridad Social los pagos en concepto de “gastos por otras facturas de 
hostelería”, durante los años 2014 a 2017, y por un importe total de 268.791,87 euros. 
OCTAVO. Pagos en concepto de “cursos” organizados y financiados por IBERMUTUA con 
fondos públicos de la Seguridad Social, durante el año 2017 y por un importe total de 
3.669,40 euros. 
Según la demanda de la TGSS, IBERMUTUA habría costeado con fondos públicos de la 
Seguridad Social, durante el año 2017 y por un importe total de 3.669,40 euros, la 
impartición de cursos de formación sobre determinadas materias que no tendrían nada que 
ver con la gestión de actividades de prevención, conforme a las competencias que la 
legislación vigente reconoce a las mutuas. Asimismo, alega que se permitió que asistieran a 
dichos cursos terceras personas que no eran ni empresas asociadas, ni trabajadores 
dependientes de las mismas, ni trabajadores por cuenta propia adheridos a IBERMUTUA, por 
lo que se habría producido una vulneración del artículo 3 del RD 860/2018, de 13 de julio, por 
el que se regulan las actividades preventivas de la acción protectora de la Seguridad Social a 
realizar por las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social. 
Por su parte, la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más aduce, en 
síntesis, que el contenido de los cursos no vulnera lo establecido en el artículo 80.2 a) del 
TRLGSS, y que, al haberse impartido los mismos en el año 2017, no les resultaría de 
aplicación el RD 860/2018, de 13 de julio, que invoca la demandante. Alega que, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 2 de la Orden TAS/3623/2006, de 28 de noviembre, vigente en el 
año 2017, “se habilitaba a las mutuas colaboradoras a llevar a cabo actividades preventivas 
con arreglo a la normativa en vigor; no existiendo razón para cuestionar el abordaje de 
materias que afectan a empresas y autónomos en el ámbito de su cobertura de contingencias 
profesionales y/o comunes, independientemente del título dado a las jornadas realizadas”. 
Finalmente, añade que “es público y notorio que hay empresas y autónomos que actúan 
representados por sus abogados o representantes legales, integrados perfectamente en su 
estructura de asesoramiento inmediato, de modo que la presencia de quienes, en puridad, no 
ostentan la condición de empresario asociado, autónomo adherido o empleado, no ha de 
suponer que se hayan destinado fondos públicos a beneficios de terceros al margen de la 
previsión legal.” 
Las representaciones procesales de los demandados no han cuestionado que estos pagos se 
hubieran realizado con cargo al patrimonio de la Seguridad Social. 
En primer lugar, debe recordarse que el artículo 80.2 a) del TRLGSS atribuye a las mutuas la 
gestión de las actividades de prevención de las mismas contingencias que dispensa la 
acción protectora de la Seguridad Social.  
Asimismo, el artículo 82.3 del TRLGSS precisa que “Las actividades preventivas de la acción 
protectora de la Seguridad Social son prestaciones asistenciales a favor de los empresarios 
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asociados y de sus trabajadores dependientes, así como de los trabajadores por cuenta 
propia adheridos, que no generan derechos subjetivos, dirigidas a asistir a los mismos en el 
control y, en su caso, reducción de los accidentes de trabajo y de las enfermedades 
profesionales de la Seguridad Social. También comprenderán actividades de asesoramiento 
a las empresas asociadas y a los trabajadores autónomos […]”. Este precepto es 
desarrollado tanto por el artículo 13 del Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre, como 
por la Orden TAS/3623/2006, de 28 de noviembre, en cuyo artículo 2.1 dispone que “De 
conformidad con lo establecido en el artículo 13.1 del Reglamento sobre colaboración de las 
mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social, dichas 
entidades, en su condición de colaboradoras en la gestión de la Seguridad Social, podrán 
desarrollar actividades para la prevención de los accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales a favor de las empresas asociadas y de sus trabajadores dependientes, y de 
los trabajadores por cuenta propia adheridos”; a lo que añade el apartado segundo de este 
artículo que “[…] Las actuaciones se orientarán preferentemente a coadyuvar en las 
pequeñas empresas y en las empresas y sectores con mayores indicadores de siniestralidad a 
la mejor incardinación en los planes y programas preventivos de las distintas 
administraciones competentes, al desarrollo de la I+D+i, a la divulgación, educación y 
sensibilización en prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales”. 
De acuerdo con la regulación anterior, se puede concluir que la función de colaboración de 
las mutuas en la gestión de la Seguridad Social se extiende también a las actividades de 
prevención de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales; y que, dentro de 
dicha actividad de prevención, también se entenderían incluidas las denominadas 
actividades formativas. En todo caso, como sostiene la demanda de la TGSS, en el caso de las 
referidas actividades formativas organizadas por IBERMUTUA y financiadas con cargo al 
patrimonio de la Seguridad Social durante el año 2017, sólo podían tener como destinatarios 
a las empresas asociadas, a sus trabajadores dependientes, y a los trabajadores por cuenta 
propia adheridos, conforme se deduce del artículo 2 de la Orden TAS/3623/2006, de 28 de 
noviembre, que resultaba de aplicación en el momento de los hechos enjuiciados.  
Sin perjuicio de lo anterior, debe añadirse que, en cualquier caso, donde se manifiesta 
claramente que los fondos de la Seguridad Social no se destinaron al fin público de 
colaboración que es propio de las mutuas, es en el contenido de los cursos o jornadas 
impartidos (documentos PDF números 24 y 25 anexos a la certificación de fecha 17 de 
septiembre de 2020, que se ubican en la subcarpeta “2. Doc Adjunta a certif 1”, incluida en la 
subcarpeta “Anexo. Resumen cert, estat y poderes”, que, a su vez, se incluye en la carpeta 
matriz AP 41-20 DIGITAL). De la mera lectura de los títulos de los cursos o jornadas 
impartidas por IBERMUTUA (“Compromiso Social Responsable”; “Cómo actuar ante una 
inspección de trabajo”; “Nueva Ley 6/2017 de Reformas Urgentes del Trabajo Autónomo”; 
“Novedades Jurisprudenciales en Materia Laboral y Subcontratación”; “La incapacidad 
Temporal en el Sistema Especial Agrario”; “Empresa Familiar: encuadramiento en el Sistema 
de la Seguridad Social. Sucesión y jubilación del Socio Administrador”), se deduce claramente 
que los mismos no guardan relación con la actividad de prevención de las mutuas y, en su 
virtud, no pueden considerarse incluidos en la función de colaboración en la gestión la 
Seguridad Social, por lo que los gastos asociados a dichos cursos o jornadas no deberían 
haber sido satisfechos con los fondos públicos de la Seguridad Social.  
En cualquier caso, si algún asistente a los cursos o jornadas lo hizo en concepto de abogado o 
representante legal de empresarios asociados o autónomos adheridos, o bien, si el contenido 
de las acciones formativas no coincidía exactamente con el título de las mismas, tal y como 
parece deducirse de contestación presentada por la representación procesal de don J. y otros 
48 demandados más, entonces, conforme la reiterada doctrina de la Sala de Justicia a la que 
se ha hecho referencia en el fundamento jurídico cuarto de la presente resolución (por todas, 
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v. Sentencias n.º 11/2024, de 17 de octubre; n.º 6/2024, de 11 de junio; n.º 4/2024, de 6 de 
mayo), les correspondía a IBERMUTUA y a los otros 49 demandados, en su condición de 
gestores de fondos públicos de la Seguridad Social que estaban obligados a justificar 
debidamente el destino dado a los mismos, haber aportado la documentación, o haber 
propuesto cualquier otra prueba acreditativa de tales circunstancias fácticas; lo que no han 
hecho en ningún momento. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento jurídico, 
debe concluirse que, al no haber resultado justificados, constituyen alcance a los fondos 
públicos de la Seguridad Social los pagos en concepto de “cursos” organizados y financiados 
por IBERMUTUA con fondos públicos de la Seguridad Social, durante el año 2017 y por un 
importe total de 3.669,40 euros. 
NOVENO. Pagos en concepto de “gastos de floristería”, durante los años 2015 a 2017, y por 
un importe total de 20.867,21 euros. 
Según la demanda de la TGSS, durante el período 2015-2017 y por un importe total de 
20.867,21 euros, se habrían realizado una serie de pagos no justificados con cargo a los 
fondos públicos de la Seguridad Social en concepto de “coronas o ramos de flores” con 
motivo del fallecimiento de un familiar directo del personal de IBERMUTUA, o del nacimiento 
de hijos del propio personal de la entidad mutual. 
Por su parte, la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más se opone a la 
pretensión de la demanda remitiéndose, esencialmente, a los pronunciamientos contenidos 
en la Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo n.º 517/2021, de 11 de mayo, en 
relación con este clase de “gastos de floristería”, y alegando que no constituyen un alcance 
en los fondos públicos de la Seguridad Social porque no suponen la comisión de la infracción 
administrativa del artículo 29.6 de la LISOS, ni tampoco son contrarios al fin perseguido por 
las mutuas, ni a lo establecido en los artículos 40 y 49 de los Estatutos de IBERMUTUA, y en el 
artículo 93.1 del TRLGSS. 
Las representaciones procesales de los demandados no han cuestionado que estos pagos se 
hubieran realizado con cargo al patrimonio de la Seguridad Social. 
Obra en autos las certificaciones de fechas 16 y 28 de marzo de 2023, aportada por 
IBERMUTUA en fase de actuaciones previas (documentos PDF números 8 y 8.2 de la 
subcarpeta “Anexo. Resumen cert, estat y poderes”, incluida en la carpeta AP 41-20 DIGITAL), 
así como el documento número 26 anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 
2020 (documento EXCEL anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020, que se 
ubican en la subcarpeta “2. Doc Adjunta a certif 1”, incluida en la subcarpeta “Anexo. 
Resumen cert, estat y poderes”, que, a su vez, se incluye en la carpeta matriz AP 41-20 
DIGITAL), en los que se reflejan los proveedores de los servicios de floristería y el importe de 
los gastos desglosados por ejercicios económicos (2015, 2016 y 2017), que asciende a la 
cantidad total de 20.867,21 euros.  
Deben ser rechazadas las alegaciones formuladas por la representación procesal de don J. y 
otros 48 demandados más. Precisamente, en relación con esta clase de gastos, en la invocada 
Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo n.º 517/2021, de 11 de mayo, se afirma lo 
siguiente: 
“[…] El envío de un ramo de flores cuando nace un hijo de quien trabaja para la empresa, el 
abono del coste del desplazamiento semanal al hogar familiar, la celebración navideña con la 
plantilla o el suministro del almuerzo a quienes prestan servicios con determinado régimen 
horario aparecen como contraprestaciones naturales en determinados casos 
Por lo tanto, el que una empleadora satisfaga ese u otro tipo de prestaciones, en metálico o 
en especie, no puede considerarse anómalo por el hecho de que se haga al margen de lo 
previsto en convenio colectivo. Cosa distinta es que, dada la pertenencia de la Mutua al sector 
público (véase el Fundamento Tercero) se estén abonando cuantías de forma indebida”. 
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La precitada sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo puede servir de fundamento 
para excluir las sanciones administrativas por la realización de esta clase de hechos, pero no 
sirve para excluir la responsabilidad contable en la que incurren las personas que autorizan, 
ordenan o permiten este tipo de pagos con cargo a las cuentas de la Seguridad Social. 
Conforme a la doctrina consolidada de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional recaída en supuestos análogos (Sentencia de fecha 19 de febrero de 2020 
-recurso n.º 457/2017-; Sentencia de fecha 5 de febrero de 2014 -recurso n.º 95/2013-; 
Sentencia de fecha 29 de mayo de 2013 -recurso n.º 3535/2012-), para poder cargar al 
patrimonio de la Seguridad Social esta clase de gastos se exige como requisito sine qua non 
que su regulación se haya recogido previamente en una Ley, norma reglamentaria, o en el 
convenio colectivo del sector. 
En conclusión, este Consejero no discute la legalidad o validez de los referidos pagos 
realizados en concepto de “coronas o ramos de flores” con motivo del nacimiento de hijos o 
del fallecimiento de un familiar directo del personal de IBERMUTUA, durante el período 
2015-2017 y por un importe total de 20.867,21 euros; pero cuestión muy distinta es que, 
desde el punto de vista de la responsabilidad contable, esas entregas de “coronas o ramos de 
flores” pudieran pagarse con cargo a los fondos públicos de la Seguridad Social, en lugar de 
con cargo al patrimonio histórico de la mutua; lo que conlleva, en definitiva, que se tenga por 
acreditada la existencia de un alcance a los fondos públicos de la Seguridad Social, por el 
citado importe correspondiente al referido período temporal. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento jurídico, 
debe concluirse que, al no haber resultado justificados, constituyen alcance a los fondos 
públicos de la Seguridad Social los pagos en concepto de “gastos de floristería”, durante los 
años 2015 a 2017, y por un importe total de 20.867,21 euros. 
DÉCIMO. Pagos en concepto de “gastos por la celebración de la Junta Directiva ordinaria de 
IBERMUTUA fuera de la sede del domicilio social” (en la localidad de Mazarrón, con fecha 14 
de septiembre de 2017), por un importe total de 6.677,87 euros. 
Bajo esta rúbrica, la demanda de la TGSS se refiere al daño causado en los fondos públicos de 
la Seguridad Social por haberse producido una duplicidad de pagos con motivo de la 
celebración de la reunión ordinaria de la Junta Directiva, del día 14 de septiembre de 2017, 
fuera de la sede del domicilio social de IBERMUTUA (concretamente, se celebró en la 
localidad de Mazarrón). Por un lado, se habrían abonado a los miembros de la Junta Directiva 
de la mutua las dietas correspondientes por la asistencia a la reunión ordinaria del día 14 de 
septiembre de 2017, por un importe total de 6.370,47 euros (707,83 x 9 personas). Por otro 
lado, también se habrían abonado, con cargo al patrimonio de la Seguridad Social, los gastos 
de “restauración, estancia y desplazamientos”, por un importe total de 6.677,87 euros, 
derivados del hecho de haber celebrado la reunión ordinaria de la Junta Directiva, del día 14 
de septiembre de 2017, fuera de la sede del domicilio social de IBERMUTUA. 
Por su parte, la representación procesal de don J. y otros 48 demandados más aduce, en 
síntesis, que no hay norma alguna que prohíba celebrar las reuniones de las Juntas Directivas 
de las mutuas fuera de la localidad donde tienen su domicilio social; que los gastos que se 
reclaman estarían amparados en las competencias de las mutuas, siendo la finalidad de la 
reunión conforme con el fin de la colaboración en la gestión de la Seguridad Social; y, 
finalmente, añaden que no se ha acreditado que se haya producido una duplicidad en el pago 
de las compensaciones por los gastos de cenas y desplazamientos, por un lado; y en el pago 
de las dietas, por otro. 
Las representaciones procesales de los demandados no han cuestionado que estos pagos se 
hubieran realizado con cargo al patrimonio de la Seguridad Social. 
Obra en autos la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020, aportada por IBERMUTUA 
en fase de actuaciones previas (documento PDF número 1 de la subcarpeta “Anexo. Resumen 
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cert, estat y poderes”, incluida en la carpeta AP 41-20 DIGITAL), en la que afirma que, con 
ocasión de la reunión de la Junta Directiva de IBERMUTUA en Mazarrón, el día 14 de 
septiembre de 2017, se pagaron 6.677,87 euros por los conceptos que se desglosan en el 
documento número 27 que acompañaba a la citada certificación (documento PDF número 27 
anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020, que se ubican en la subcarpeta 
“2. Doc Adjunta a certif 1”, incluida en la subcarpeta “Anexo. Resumen cert, estat y poderes”, 
que, a su vez, se incluye en la carpeta matriz AP 41-20 DIGITAL). Dicho documento contiene 
cuatro facturas por los siguientes conceptos: “13/09 cena reunión Ibermutuamur”, por 
importe de 1.701,43 euros; “14/09 cena reunión Ibermutuamur”, por importe de 1.097,84 
euros; “13/09 al 15/09 estancia reunión Ibermutuamur”, por importe de 3.565,60 euros; y 
“19/09 autocar 55 plazas del 19/09”, por importe de 313 euros. Las cuatro facturas suman el 
importe total de 6.677,87 euros. 
Obra igualmente en autos la certificación de 23 de marzo de 2022, aportada por IBERMUTUA 
a las Actuaciones Previas n.º 41/2020 (documento PDF número 4 de la subcarpeta “Anexo. 
Resumen cert, estat y poderes”, incluida en la carpeta AP 41-20 DIGITAL), en la que se 
recoge, aparte del pago de la citada cantidad de 6.677,87 euros por los conceptos de 
“restauración, estancia y desplazamientos”, el pago de la cantidad total de 6.370,47 euros 
(707,83 x 9 personas) correspondiente a las dietas de los miembros de la Junta Directiva de 
IBERMUTUA por asistir a la reunión ordinaria del día 14 de septiembre de 2017. 
Por lo anterior, habiendo resultado acreditado que se abonaron con fondos públicos de la 
Seguridad Social, ex artículo 91.3 del TRLGSS y sus preceptos reglamentarios de desarrollo, la 
cantidad total de 6.370,47 euros (707,83 euros x 9 personas) correspondiente a las dietas de 
los miembros de la Junta Directiva de IBERMUTUA por asistir a la reunión ordinaria del día 14 
de septiembre de 2017, debe concluirse que constituye un pago duplicado y no justificado el 
abono que también se hizo con cargo a las cuentas de la Seguridad Social, por un importe 
total de de 6.677,87 euros, de los gastos de “restauración, estancia y desplazamientos” 
derivados del hecho de haber celebrado la reunión ordinaria de la Junta Directiva, del día 14 
de septiembre de 2017, fuera de la sede del domicilio social de IBERMUTUA, en la localidad 
de Mazarrón. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento jurídico, 
debe concluirse que, al no haber resultado justificados, constituyen alcance a los fondos 
públicos de la Seguridad Social los pagos en concepto de “gastos por la celebración de la 
Junta Directiva ordinaria de IBERMUTUA fuera de la sede del domicilio social” (en la localidad 
de Mazarrón, con fecha 14 de septiembre de 2017), por un importe total de 6.677,87 euros. 
UNDÉCIMO. Una vez puesta de manifiesto la existencia de un alcance a los fondos públicos 
de la Seguridad Social, que se cifra en la cantidad total de 730.131,25 euros, resultante de la 
suma de las categorías de pagos no justificados que se han analizado en los fundamentos 
jurídicos cuarto a décimo de la presente resolución, resta ahora analizar si en la conducta de 
los codemandados concurren los demás requisitos exigidos por la legislación vigente para 
que puedan ser declarados responsables contables y responder de esta forma de los 
perjuicios patrimoniales producidos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38, párrafo 
primero, de la LOTCu, y en el artículo 49.1 de la LFTCu, en relación la doctrina emanada de la 
Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas (por todas, v. Sentencias de 29 de diciembre de 2004; 
13 de marzo de 2005; 26 de marzo de 2005;18 de noviembre de 2010; o 1 de marzo de 
2011). 
A) En primer lugar, debe examinarse si concurre en los codemandados el presupuesto de la 
legitimación pasiva ad causam, esto es, si concurre en ellos la condición de “gestores de 
fondos públicos o cuentadantes respecto a los mismos”. En este sentido, debe partirse de la 
reiterada doctrina de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas (por todas, v. Sentencia n.º 
16/2019, de 2 de octubre; y Sentencia n.º 8/2020, de 6 de julio), que viene pronunciándose 
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en los siguientes términos literales: 
“[…] Por lo que se refiere a la regulación legal del concepto de legitimado pasivo, hay que 
recordar que es el artículo 55.2 de la LFTCu, el que lo define. Dicho artículo dice textualmente 
que: «se considerarán legitimados pasivamente los presuntos responsables directos o 
subsidiarios, sus causahabientes y cuantas personas se consideren perjudicadas por el 
proceso». Quiere ello decir que la definición legal de legitimado pasivo es, de nuevo, anudada 
por la Ley al concepto de ostentar las condiciones subjetivas precisas para poder ser 
declarado responsable contable directo o subsidiario.  
Por ello, para que alguien pueda ser merecedor de reproche contable debe tener condición, 
sea o no funcionario, de gestor de fondos públicos y, consecuentemente, de cuentadante 
respecto a los mismos, pues, no en vano, la jurisdicción de este Tribunal, como dice el 
artículo 15.1 de la Ley Orgánica 2/82, de 12 de mayo, «...se ejerce respecto de las cuentas 
que deban rendir quienes recauden, intervengan, administren, custodien, manejen o utilicen 
bienes, caudales o efectos públicos».  
Pero, además, serán necesarios los restantes requisitos de la responsabilidad contable, esto 
es: menoscabo, actitud subjetiva de dolo, culpa o negligencia graves, y violación de norma 
presupuestaria o contable […] 
Como ha puesto de manifiesto esta Sala de Justicia, de manera reiterada (Sentencias de 18 
de abril de 1986, de 10 de julio y 9 de septiembre de 1987, de 29 de julio de 1992, de 28 de 
febrero de 2001, 14 de septiembre de 2004 y de 30 de septiembre de 2009), la extensión 
subjetiva de la responsabilidad contable abarca, de acuerdo con una interpretación 
sistemática de los artículos 38.1, 15.1 y 2.b) de la aludida Ley Orgánica del Tribunal, no a 
cualquier persona, sino, solamente, a «quienes recauden, intervengan, administren, 
custodien, manejen o utilicen bienes, caudales o efectos públicos», ya que, de lo contrario, la 
responsabilidad contable incluiría, en términos generales, la responsabilidad civil de terceros 
frente a la Administración Pública, con la consiguiente invasión en la esfera de competencia 
de otros Órganos jurisdiccionales.  
Pero es que, además, dicha tesis aparece corroborada por los artículos 39 y siguientes de la 
propia Ley Orgánica anteriormente repetida, en cuanto que recogen como circunstancias 
modificativas de la responsabilidad contable, conductas típicas de quienes tengan a su cargo 
el manejo de caudales o efectos públicos; así, las alusiones a la obediencia debida (artículo 
39.1), al retraso en la rendición, justificación o examen de las cuentas (artículo 39.2), a la 
falta de medios o esfuerzo a exigir a los funcionarios (artículo 40) […] 
Y la misma doctrina mantenida por esta Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, ha sido 
expuesta reiteradamente por el Tribunal Supremo. Así, dicho Alto Tribunal, en su Sentencia 
de 8 de noviembre de 2006, vino a reiterar que la extensión subjetiva de la responsabilidad 
contable no puede alcanzar a cualquier persona que pertenezca al esquema organizativo de 
una Administración Pública pues, de admitir esa extensión, se produciría, como ya se ha 
apuntado, una invasión en la esfera de competencia de otros Órdenes jurisdiccionales al 
encontrarnos ante la sustanciación de la responsabilidad civil de terceros frente a esa 
Administración Pública […]”.  
A.1.) Partiendo de la anterior doctrina general de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, 
en primer lugar, debe analizarse la posible condición de “gestor de fondos públicos o 
cuentadante respecto a los mismos” de la entidad IBERMUTUA, toda vez que la demanda de 
la TGSS, a la que se ha adherido íntegramente el Ministerio Fiscal, pide que se la condene 
como responsable contable directa y solidaria por la realización de las siete categorías de 
pagos no justificados que se han analizado en los fundamentos jurídicos cuarto a décimo de 
la presente resolución.    
Con carácter general, debe recordarse que, en relación con la apreciación de la posible 
concurrencia de los requisitos determinantes de responsabilidad contable en las mutuas 
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colaboradoras con la Seguridad Social, la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas ya ha 
establecido una doctrina consolidada que, a su vez, se ha visto refrendada por la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo, pudiendo citarse, por todas, la Sentencia de la Sección 
2ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, de fecha de 6 octubre 2004, en la que se 
afirma lo siguiente: 
“[…] De un lado resulta incuestionable que la recurrente FREMAP ostenta la condición de 
gestora de fondos públicos.  
[…] Estos acontecimientos no hacen sino exhibir grave culpa «in vigilando» y grave culpa «in 
operando» en el desenvolvimiento de las actuaciones de FREMAP. 
Resulta, a la vista de lo anterior, suficientemente acreditada la concurrencia de negligencia 
grave en los hechos analizados, existiendo, por tanto, el elemento configurador subjetivo de 
la responsabilidad contable […]”. 
También resulta ilustrativo el pronunciamiento contenido en la Sentencia n.º 2/2014, de 3 de 
abril, dictada por este Departamento Segundo de la Sección de Enjuiciamiento, en cuanto se 
remite a su vez a distintos pronunciamientos de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas: 
“[…] La jurisprudencia de la Sala de Justicia de este Tribunal ha considerado que las Mutuas 
de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales son sujetos aptos para ser declarados 
responsables contables pues son entidades con personalidad jurídica propia que tienen 
encomendada la gestión del patrimonio de la Seguridad Social para atender los fines de ésta 
a través de su colaboración en la gestión (Sentencias de la Sala de Justicia número 16/2013, 
de 6 de junio y 19/2013, de 17 de septiembre) y son, en consecuencia, gestores de fondos 
públicos, tal y como afirmaba ya la Sentencia 10/1999, de 30 de julio […]”. 
En relación con la precitada doctrina, debe advertirse que la atribución a las mutuas de la 
competencia para la gestión del patrimonio de la Seguridad Social se recoge, 
fundamentalmente, en los artículos 80, 92 y 93 de la TRLGSS, así como en el artículo 3.1 del 
Reglamento sobre colaboración de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 1993/1995, de 7 de 
diciembre. 
Por todo lo anterior, aplicando los anteriores fundamentos jurisprudenciales y normativos al 
supuesto aquí enjuiciado, debe concluirse que la entidad IBERMUTUA ostenta la condición 
de “gestor de fondos públicos o cuentadante respecto a los mismos”, en relación con los 
hechos determinantes de alcance contable al patrimonio de la Seguridad Social que se han 
analizado en los fundamentos jurídicos cuarto a décimo de la presente resolución. 
A.2.) Aparte de pedir la responsabilidad contable directa y solidaria de IBERMUTUA por el 
importe total de 730.131,25 euros, en el que se han cifrado los daños causados a los fondos 
públicos de la Seguridad Social, la demanda de la TGSS también pide la responsabilidad 
contable directa y solidaria de otras 49 personas físicas que desempeñaban determinados 
puestos en IBERMUTUA en el momento de los hechos enjuiciados, pero limitando dicha 
responsabilidad a determinados importes, en función de los concretos pagos que autorizaron 
dentro de cada una de las siete categorías de pagos no justificados que produjeron el 
menoscabo en el patrimonio públicos de la Seguridad Social, con el siguiente detalle: 
A.2.1.) En el caso de los pagos en concepto de “dietas” por asistencia a reuniones de la 
Comisión Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015 a 2018, y por un importe total 
de 59.001,76 euros, la demanda considera presuntos responsables contables directos y 
solidarios a IBERMUTUA por la citada cantidad total de 59.001,76 euros; y, asimismo, “a los 
siguientes miembros de la Junta Directiva que fueron los autorizantes del gasto”, pero por las 
concretas cuantías que se recogen en las págs. 46 a 49 del escrito de demanda, en atención al 
tiempo en que desempeñaron su cargo durante el referido período temporal: don Á., don J., 
don R. (ya fallecido), don A., don E., don J., don J., don J. y don D. 
A.2.2.) En el caso de los pagos en concepto de “gastos de representación”, durante los años 
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2015 a 2017, y por un importe total de 167.574,87 euros, la demanda considera presuntos 
responsables contables directos y solidarios a IBERMUTUA y a don H., Director General de la 
entidad mutual, por la citada cantidad total de 167.574,87 euros. 
A.2.3.) En el caso de los pagos en concepto de “gastos de cafetería”, durante los años 2015 a 
2018, por importe de 203.548,27 euros, la demanda identifica como presuntos responsables 
contables directos y solidarios, y por las cuantías que se van a detallar a continuación, a 
IBERMUTUA, al Director General y a diferentes personas que ocupaban las Direcciones 
Ejecutivas y las Direcciones Funcionales que, en cada caso, resultaron promotoras y 
autorizantes del gasto correspondiente: 

1. Por la cantidad total de 158.113,78 euros, la demanda considera presuntos 
responsables contables directos y solidarios a IBERMUTUA, a don H. y a don C. 

2. Por la cantidad total de 45.434,49 euros, la demanda considera presuntos 
responsables contables directos y solidarios a las siguientes personas: 

a. IBERMUTUA y don J., solidariamente, por la cantidad de 2.051,10 euros. 
b. IBERMUTUA y doña C., solidariamente, por la cantidad de 1.311,75 euros. 
c. IBERMUTUA y doña M., solidariamente, por la cantidad de 596,25 euros. 
d. IBERMUTUA y doña C., solidariamente, por la cantidad de 5.127,86 euros. 
e. IBERMUTUA y doña R., doña C. y doña V. (herederas de don E.), solidariamente, 

por la cantidad de 4.577,73 euros. 
f. IBERMUTUA y don A., solidariamente, por la cantidad de 84,54 euros. 
g. IBERMUTUA y don J., solidariamente, por la cantidad de 6.061,16 euros. 
h. IBERMUTUA y don J., solidariamente, por la cantidad de 1.390,81 euros. 
i. IBERMUTUA y don R., solidariamente, por la cantidad de 1.607,43 euros. 
j. IBERMUTUA y doña Á., solidariamente, por la cantidad de 6.100,91 euros. 
k. IBERMUTUA y don P., solidariamente, por la cantidad de 2.181,65 euros. 
l. IBERMUTUA y doña E., solidariamente, por la cantidad de 6.246,15 euros. 
m. IBERMUTUA y doña L., solidariamente, por la cantidad de 8.097,15 euros. 

A.2.4.) En el caso de los pagos en concepto de “gastos por otras facturas de hostelería”, durante 
los años 2014 a 2017, y por un importe total de 268.791,87 euros, la demanda identifica como 
presuntos responsables contables directos y solidarios, y por las cuantías que se van a detallar a 
continuación, a IBERMUTUA y a las diferentes personas que ocupaban las Direcciones 
Territoriales de la zona de Murcia y de Andalucía, así como la Dirección del centro de trabajo de 
Sevilla, y que, en cada caso, autorizaron el gasto correspondiente: 

1. Por la cantidad total de 5.251 euros, la demanda considera presuntos responsables 
contables directos y solidarios a IBERMUTUA y a doña L. 

2. Por la cantidad total de 262.732,87 euros, la demanda considera presuntos 
responsables contables directos y solidarios a IBERMUTUA y a don E. 

3. Por la cantidad total de 807,80 euros, la demanda considera presuntos responsables 
contables directos y solidarios a IBERMUTUA, don E. y don C. 

A.2.5.) En el caso de los pagos en concepto de “cursos” organizados y financiados por 
IBERMUTUA con fondos públicos de la Seguridad Social, durante el año 2017 y por un importe 
total de 3.669,40 euros, la demanda identifica como presuntos responsables contables directos y 
solidarios, y por las cuantías que se van a detallar a continuación, a IBERMUTUA y a las personas 
que ocupaban la Dirección de Prevención (don E., ya fallecido) y las correspondientes Direcciones 
Provinciales a las que alcanzó la acción formativa, y que, en cada caso, autorizaron el gasto 
correspondiente: 
1. Por la cantidad total de 3.669,40 euros, la demanda considera presuntos responsables 
contables directos y solidarios a IBERMUTUA y a doña R., doña C. y doña V.(estas tres últimas, 
por su condición de herederas de don E.). 
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2. A su vez los anteriores codemandados también responden solidariamente junto con 
otras personas por las concretas cantidades que se van a enumerar a continuación: 

a. Por la cantidad de 439,95 euros, con don J. 
b. Por la cantidad de 100 euros, con don G. 
c. Por la cantidad de 1.265,80 euros, con doña P. 
d. Por la cantidad de 316,45 euros, con don J. 
e. Por la cantidad de 153,00 euros, con don R. 
f. Por la cantidad de 316,45 euros, con doña E. 
g. Por la cantidad de 316,45 euros, con doña C. 
h. Por la cantidad de 316,45 euros, con don C. 
i. Por la cantidad de 316,45 euros, con don J. 
j. Por la cantidad de 128,40 euros, con don O. 

 
A.2.6.) En el caso de los pagos en concepto de “gastos de floristería”, durante los años 2015 a 
2017, y por un importe total de 20.867,21 euros, la demanda identifica como presuntos 
responsables contables directos y solidarios, y por las cuantías que se van a detallar a 
continuación, a IBERMUTUA, al Director General y a las personas que ocupaban la Dirección de 
Recursos Humanos, la Dirección del centro de trabajo de León y la Dirección Territorial de la zona 
de Castilla y León, y La Rioja Valladolid, y que, en cada caso, autorizaron el gasto 
correspondiente: 

1. Por la cantidad total de 10.489,49 euros, la demanda considera presuntos 
responsables contables directos y solidarios a IBERMUTUA y a don H. 

2. Por la cantidad total de 3.940,76 euros, la demanda considera presuntos 
responsables contables directos y solidarios a IBERMUTUA y a don S. 

3. Por la cantidad total de 3.816,20 euros, la demanda considera presuntos 
responsables contables directos y solidarios a IBERMUTUA y a don J. 

4. Por la cantidad total de 2.620,76 euros, la demanda considera presuntos 
responsables contables directos y solidarios a IBERMUTUA y a don R. 

A.2.7.) En el caso de los pagos en concepto de “gastos por la celebración de la Junta Directiva 
ordinaria fuera de la sede del domicilio social”, (en la localidad de Mazarrón, con fecha 14 de 
septiembre de 2017), por un importe total de 6.677,87 euros, la demanda identifica como 
presuntos responsables contables directos y solidarios, por la citada cantidad total de 6.677,87 
euros, a IBERMUTUA, “al Director General y a los miembros de la Junta que autorizaron este 
gasto en el 2017”: esto es, a don J., don J., doña N., doña E., don J., don M., don J., don R. y don J. 
 
Según la demanda de la TGSS, la condición de gestores de fondos públicos de estas 49 personas 
físicas deriva del hecho de haber sido los autorizantes de los pagos no justificados con cargo al 
patrimonio de la Seguridad Social, que han dado lugar a que se haya producido un alcance en 
dicho patrimonio público.  
Sin embargo, una vez analizado el conjunto de la prueba documental obrante en las actuaciones, 
así como las alegaciones realizadas por las partes, debe concluirse que carecen de legitimación 
pasiva determinados demandados respecto de los que no ha quedado acreditado que 
autorizasen pago alguno con cargo a los fondos públicos de la Seguridad Social; o bien, sólo ha 
quedado acreditado que autorizaron unos pagos por una cuantía inferior a aquélla por la que se 
les reclama responsabilidad contable. 
Para llegar a la anterior conclusión, debe hacerse referencia nuevamente a la doctrina que ha 
venido estableciendo reiteradamente la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas en aquellos 
supuestos que guardan identidad de razón con el supuesto de autos, en los que se reclamaba 
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responsabilidad contable a determinadas personas por el mero hecho de ocupar un cargo o 
puesto de trabajo, pero sin que se les pudiera atribuir alguna actuación concreta que 
determinase el daño causado a los fondos públicos. En este sentido, en la Sentencia n.º 14/2018, 
de 10 de octubre, se afirma lo siguiente: 
“[…] la condición de legitimado pasivo no puede desprenderse del mero hecho objetivo de 
ocupar un determinado cargo o puesto de trabajo, sino de que, como consecuencia del mismo, 
se hayan desarrollado funciones de gestión económico-financiera que hayan afectado a los 
concretos fondos públicos presuntamente menoscabados… por cuanto … No debe olvidarse que 
esta Sala tiene dicho, en Sentencia 25/1993 de 22 de julio, que el hecho de ostentar un cargo 
objetivamente relevante en la gestión económico-financiera de una administración o entidad del 
Sector Público, no implica que se pueda reclamar responsabilidad contable a un directivo que 
no haya participado en los hechos enjuiciados […]”. 
En un mismo sentido, en las referidas Sentencias n.º 8/2020, de 6 de julio, y n.º 16/2019, de 2 
de octubre, se precisa el anterior planteamiento general, en relación con la falta de legitimación 
pasiva ad causam de los miembros del Consejo de Administración de las Sociedades públicas, en 
los siguientes términos: 
“[…] Ahora bien, a la aplicación de estos artículos que justificarían la apreciación legitimación “ad 
processum”, debe añadirse que, como tiene reiteradamente establecido esta Sala de Justicia, sin 
negar que los miembros del Consejo de Administración de las Sociedades públicas puedan incurrir 
en responsabilidad contable, tanto directa, como subsidiaria, para ello es necesario que, en el 
ejercicio de sus funciones, como integrantes del órgano de administración, pudieran haber 
llevado a cabo alguna actuación subsumible en las previsiones del artículo 42.1 de la LOTCu –
sobre responsabilidad contable directa-, o del artículo 43.1 del mismo Texto legal –sobre 
responsabilidad contable subsidiaria- pudiendo haber incurrido los sujetos en las conductas que, 
respectivamente describen tales preceptos de la Ley Orgánica de este Tribunal. De suerte que si 
tal participación directa o subsidiaria en la generación de un daño o menoscabo económico a 
los fondos públicos de las personas demandadas, integrantes del consejo de administración de 
una sociedad pública, no quedara debidamente acreditada en las actuaciones, no cabría, por el 
mero hecho de integrar el órgano de administración colegiado, apreciar la legitimación “ad 
causam” de sus integrantes. Para que esto ocurriera, en definitiva, resulta imprescindible 
enjuiciar que sus respectivas actuaciones, en el ejercicio de las competencias que tenían 
atribuidas, llegaran a originar un menoscabo de los fondos públicos, objeto del procedimiento de 
reintegro por alcance correspondiente, que, en su caso, llegara a justificar el nacimiento de la 
obligación resarcitoria que la acción de responsabilidad contable conlleva. Ello hace vincular 
íntimamente el estudio de la legitimación pasiva “ad causam” de los miembros integrantes del 
Consejo de Administración de la mercantil pública, con el enjuiciamiento del fondo de la “litis” 
[…]”. 
Pues bien, aplicando la precitada doctrina al supuesto de autos, debe concluirse que carecen de 
legitimación pasiva ad causam los siguientes demandados: 

1. En relación con los pagos en concepto de “dietas” por asistencia a reuniones de la 
Comisión Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015 a 2018, y por un 
importe total de 59.001,76 euros, debe desestimarse la demanda dirigida contra 
don Á., don J., don R. (ya fallecido), don A., don E., don J., don J., don J. y don D.  

 
Según la demanda de la TGSS, la responsabilidad contable directa y solidaria de estas 
personas deriva de su condición de “miembros de la Junta Directiva que fueron los 
autorizantes del gasto”. Sin embargo, una vez analizado el conjunto de la 
documentación obrante en las actuaciones, no ha resultado acreditado que los 
citados demandados autorizasen u ordenasen pago alguno de “dietas” por asistencia 
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a reuniones de la Comisión Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015 a 2018 
y con cargo al patrimonio de la Seguridad Social.  

 
Por lo anterior, procede declarar exclusivamente a IBERMUTUA como responsable 
contable directa del alcance causado al patrimonio público de la Seguridad Social, por 
un importe total de 59.001,76 euros, como consecuencia de esta categoría de pagos 
no justificados. 

 
2. Respecto de los pagos en concepto de “gastos por la celebración de la Junta Directiva 

ordinaria fuera de la sede del domicilio social” (en la localidad de Mazarrón, con 
fecha 14 de septiembre de 2017), por un importe total de 6.677,87 euros, debe 
desestimarse la demanda dirigida contra don J., don J., doña N., doña E., don J., don 
M., don J., don R. y don J.  

 
Según la demanda de la TGSS, la responsabilidad contable directa y solidaria de estas 
personas deriva de su condición de “miembros de la Junta Directiva que autorizaron 
este gasto en el 2017”, junto con el Director General -frente a quien también se dirige 
la demanda por esta categoría de pagos no justificados-. Sin embargo, una vez 
analizado el conjunto de la documentación obrante en las actuaciones, no ha 
resultado acreditado que los demandados citados en el párrafo anterior autorizasen 
u ordenasen pago alguno con cargo al patrimonio de la Seguridad Social, a efectos de 
compensar los “gastos por la celebración de la Junta Directiva ordinaria fuera de la 
sede del domicilio social”, el día 14 de septiembre de 2017 en la localidad de 
Mazarrón (Murcia).  
 
Por el contrario, de la prueba practicada se deduce que fue el Director General de 
IBERMUTUA, don H., el responsable de que la reunión ordinaria de la Junta Directiva 
se celebrase en dicha fecha en la localidad de Mazarrón. Circunstancia esta que 
también se reconoce en el escrito de contestación a la demanda presentado por la 
representación procesal de don J. y otros 48 demandados más.  
 
Por todo lo anterior, procede declarar exclusivamente a IBERMUTUA y a don H. como 
responsables contables directos y solidarios del alcance causado al patrimonio 
público de la Seguridad Social, por un importe total de 6.677,87 euros, como 
consecuencia de esta categoría de pagos no justificados. 
  

3. En relación con los pagos en concepto de “gastos de representación”, durante los 
años 2015 a 2017, y por un importe total de 167.574,87 euros, en el escrito de 
contestación a la demanda presentado por la representación procesal de don J. y 
otros 48 demandados más, se plantea la falta de legitimación pasiva ad causam don 
H. alegando lo siguiente: “Estos gastos de representación están siendo atribuidos de 
forma absolutamente indebida a mi patrocinado. Más allá de que ocupara el cargo de 
Director Gerente de la entidad durante el periodo de tiempo a que se concreta los 
hechos, no llevó a cabo ninguna actuación en orden a comprometer fondos públicos 
por este concepto, pues no autorizó, firmó u ordenó ningún pago vinculado al 
mismo”. 
 
Sin embargo, a la vista del conjunto de la prueba practicada sobre esta categoría de 
pagos no justificados, y conforme se deduce de la certificación de fecha 27 de marzo 
de 2023 (documento PDF número 8.1. de la subcarpeta “Anexo. Resumen cert, estat 
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y poderes”, incluida en la carpeta AP 41-20 DIGITAL), y del documento EXCEL n.º 5 
anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020 (documento EXCEL 
número 5 anexo a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020, que se ubican 
en la subcarpeta “2. Doc Adjunta a certif 1”, incluida en la subcarpeta “Anexo. 
Resumen cert, estat y poderes”, que, a su vez, se incluye en la carpeta matriz AP 41-
20 DIGITAL), que fueron aportados por IBERMUTUA en fase de actuaciones previas, 
debe concluirse que don H. sí autorizó pagos en concepto de “gastos de 
representación”, durante los años 2015 a 2017, pero sólo por un importe total de 
26.759,89 euros, que es la cantidad a la que quedaría circunscrita su posible 
responsabilidad contable por esta categoría de pagos no justificados.  
En consecuencia, conforme a los razonamientos expuestos ut supra, debe 
desestimarse la demanda de la TGSS, por falta de legitimación pasiva ad causam, 
contra los siguientes demandados: 

- Don Á., don J., don R. (ya fallecido), don A., don E., don J., don J., don J. y don D., 
respecto de los pagos no justificados determinantes de alcance a los fondos públicos 
de la Seguridad Social que se analizan en el fundamento de derecho cuarto de la 
presente resolución.  
 

- Don J., don J., doña N., doña E., don J., don M., don J., don R. y don J., respecto de los 
pagos no justificados determinantes de alcance al patrimonio público de la Seguridad 
Social que se analizan en el fundamento de derecho décimo de la presente 
resolución.  
 

- Finalmente, en relación con los pagos no justificados determinantes de alcance que 
se analizan en el fundamento de derecho quinto de la presente resolución, por los 
que se reclama responsabilidad contable directa y solidaria a IBERMUTUA y a don H., 
por un importe total de 167.574,87 euros, debe desestimarse en parte la demanda 
dirigida contra el Sr. C. porque sólo ha resultado acreditado que autorizase pagos en 
concepto de “gastos de representación”, durante los años 2015 a 2017, por un 
importe total de 26.759,89 euros. 
 

Una vez realizadas las anteriores precisiones relativas a la falta de legitimación pasiva ad 
causam, total o parcial, de los precitados demandados, debe concluirse que, respecto de 
todas las demás personas físicas demandadas por la TGSS, sí ha quedado acreditada su 
condición de gestores de fondos públicos, por el hecho de haber autorizado los pagos no 
justificados con cargo al patrimonio de la Seguridad Social que se analizan en los 
fundamentos de derecho sexto a noveno de la presente resolución. Este hecho no ha sido 
cuestionado por su representación procesal, ni en su escrito de contestación ni en su escrito 
de conclusiones, por cuanto afirma que sus patrocinados se limitaban a ratificar que las 
prestaciones objeto de los pagos se habían realizado, y que, en consecuencia, lo procedente 
era realizar el abono correspondiente, en el marco contractual que definía su relación con la 
mutua. Además, así se deduce de las certificaciones de fechas 14 de diciembre de 2022 y 27 
de marzo de 2023 (documentos PDF números 7 y 8.1. de la subcarpeta “Anexo. Resumen 
cert, estat y poderes”, incluida en la carpeta AP 41-20 DIGITAL), y de los documentos EXCEL 
números 11 y 26 anexos a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020 (documentos 
EXCEL números 11 y 26 anexos a la certificación de fecha 17 de septiembre de 2020, que se 
ubican en la subcarpeta “2. Doc Adjunta a certif 1”, incluida en la subcarpeta “Anexo. 
Resumen cert, estat y poderes”, que, a su vez, se incluye en la carpeta matriz AP 41-20 
DIGITAL), que fueron aportados por IBERMUTUA en las Actuaciones Previas n.º 41/2020. 
B) Por otro lado y continuando con el análisis de la posible concurrencia, o no, de los demás 
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requisitos determinantes de responsabilidad, se aprecia igualmente que en el caso 
enjuiciado concurre el presupuesto de la necesaria relación de causalidad entre la 
actuación de los codemandados y el daño producido al patrimonio público de la Seguridad 
Social. En este sentido, existe una conexión directa entre la actuación de IBERMUTUA y las 
personas de su organización que autorizaron los pagos no justificados que se analizan en los 
fundamentos jurídicos cuarto a décimo de la presente resolución, y el daño producido a los 
fondos públicos de la Seguridad Social, sin que pueda apreciarse que haya existido ninguna 
circunstancia que haya producido la ruptura de dicha relación de causalidad. 
C) Además, también concurre el requisito relativo a la infracción de la normativa contable y 
presupuestaria aplicable al sector público por cuanto la actuación de IBERMUTUA y de las 
personas autorizantes de los pagos no justificados ha supuesto una vulneración de lo 
establecido en el artículo 176 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria- LGP-, conforme al cual, “las autoridades y demás personal al servicio de las 
entidades contempladas en el artículo 2 de esta Ley que por dolo o culpa graves adopten 
resoluciones o realicen actos con infracción de las disposiciones de esta Ley, estarán obligados 
a indemnizar a la Hacienda Pública estatal o, en su caso, a la respectiva entidad los daños y 
perjuicios que sean consecuencia de aquellos, con independencia de la responsabilidad penal 
o disciplinaria que les pueda corresponder”.  
En relación con la remisión realizada por este precepto, el artículo 2.2 h) de la LGP dispone 
que las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social y sus centros mancomunados forman 
parte del sector público institucional estatal en su función pública de colaboración en la 
gestión de la Seguridad Social. En un mismo sentido que el precepto anterior, también viene 
a pronunciarse el artículo 80.4 del TRLGSS, que igualmente considera integradas a las 
mutuas en el sector público estatal, en atención la naturaleza de los recursos que gestionan y 
de la función que realizan de colaboración en la gestión de la Seguridad Social: “Las Mutuas 
Colaboradoras con la Seguridad Social forman parte del sector público estatal de carácter 
administrativo, de conformidad con la naturaleza pública de sus funciones y de los recursos 
económicos que gestionan, sin perjuicio de la naturaleza privada de la entidad”. 
Además, con carácter particular, se habría vulnerado lo dispuesto en los apartados 2º y 3º 
del citado artículo 80 del TRLGSS, teniendo en cuenta que los pagos no justificados 
determinantes del alcance contable se habrían realizado con cargo al patrimonio público de 
la Seguridad Social sin que los demandados hayan probado que dichos pagos se hubieran 
destinado al fin público de las mutuas de colaboración en la gestión de la Seguridad Social; y, 
asimismo, se habría vulnerado la normativa en materia de indemnizaciones y 
compensaciones por la asistencia a las reuniones de los órganos de las mutuas 
colaboradoras con la Seguridad Social: artículo 91.3 de la TRLGSS; artículos 20 y 32 del Real 
Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre; artículo 6.3 de la Orden del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, de 2 de agosto de 1995; y artículos 5 y 6 de la Orden TIN/246/2010, de 4 
de febrero. 
D) Finalmente, se aprecia también la concurrencia del elemento subjetivo de la 
responsabilidad contable en la actuación de IBERMUTUA y de los codemandados 
autorizantes de los pagos no justificados.  
Con carácter general, debe comenzarse por hacer referencia a la copiosa y consolidada 
doctrina de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas relativa al elemento subjetivo de la 
responsabilidad contable. A este respecto, cabe citar, por todas, la reciente Sentencia n.º 
3/2025, de 21 de mayo, que resume la doctrina de la Sala sobre el punto que nos ocupa en 
los términos siguientes: 
“[…] En primer lugar, debe recordarse que, en relación con el elemento subjetivo de la 
responsabilidad contable, la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas viene afirmado 
reiteradamente que, por un lado, la diligencia exigible todo gestor de fondos públicos resulta 
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“especialmente cualificada” como consecuencia de la naturaleza de los bienes y derechos que 
gestiona (por todas, v. Sentencias n.º 9/03, de 23 de julio; o n.º 12/2014, de 28 de octubre); y, 
por otro lado, que debe exigirse a los gestores de fondos públicos un “plus de diligencia” en el 
manejo y control de los fondos públicos; que tradicionalmente se conoce como “agotamiento 
de la diligencia debida” (por todas, v. Sentencias 4/2010, de 1 de marzo; 8/2021, de 27 de 
octubre; 2/2022, de 1 de marzo; o 9/2023 de 2 de noviembre). Ese “plus de diligencia” 
conlleva que los gestores de fondos públicos extremen las precauciones en su actuación; 
refuercen la diligencia aplicable a la gestión concreta de que se trate; comuniquen a los 
órganos competentes las eventuales deficiencias organizativas detectadas; y, en definitiva, 
desplieguen las medidas que sean oportunas para paliar los daños derivados, en su caso, de 
una deficiente organización.  
Por otro lado, debe añadirse que los gestores de fondos públicos no pueden justificar su 
actuación en el incumplimiento de las obligaciones que tuvieran los terceros -salvo en el 
supuesto específico del artículo 39.2 LOTCu-. En este sentido, la Sala de Justicia del Tribunal 
de Cuentas viene afirmando, en reiterada doctrina (por todas, v. Sentencia n.º 12/06, de 24 
de Julio; o Sentencia n.º 8/2008, de 28 de mayo), que “el posible incumplimiento por parte de 
otros de las obligaciones que tienen atribuidas nunca puede constituir causa para que uno 
deje de atender las propias”. Además de lo anterior, (…), también debe destacarse que esta 
Sala de Justicia viene señalando que “las funciones directivas de alto rango, al incluir 
competencias para organizar la actividad económico-financiera de una entidad, tienen un 
contenido objetivo lo suficientemente relevante como para, en caso de actuación irregular, 
generar responsabilidad contable” (por todas, v. Sentencia n.º 12/2008, de 13 de octubre)”. 
Con carácter particular, a la hora de analizar la concurrencia del elemento subjetivo en la 
actuación de una mutua colaboradora con la Seguridad Social, la Sala de Justicia del Tribunal 
de Cuentas ha venido estableciendo una reiterada doctrina, pudiendo citarse, por todas, la 
Sentencia n.º 12, de 28 de octubre de 2014, en la que se resuelve lo siguiente:  
“[…] En el presente caso resulta ineludible concluir que la Mutua, al provocar que unos fondos 
públicos de la Seguridad Social fueran aplicados a finalidades distintas de las incluidas en la 
colaboración con la gestión de la propia Seguridad Social, no actuó de forma ajustada al 
canon de diligencia que le era exigible y no extremó las cautelas necesarias para evitar el 
menoscabo patrimonial de las arcas públicas, por lo que incurrió en la negligencia grave 
prevista en el artículo 49 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de 
Cuentas […]”. 
Pues bien, de acuerdo con la precitada doctrina jurisprudencial, resulta que en el supuesto 
aquí enjuiciado IBERMUTUA no actuó con la diligencia que le era exigible, en su condición de 
gestor de fondos públicos o cuentadante respecto a los mismos, a fin de evitar el alcance 
producido en los fondos públicos de la Seguridad Social, al haber permitido que se realizaran 
de manera no justificada, y con cargo al patrimonio de la Seguridad Social, una serie de 
pagos que se aplicaron a finalidades distintas a las propias de la función pública de 
colaboración en la gestión de la Seguridad Social, y que se han analizado detalladamente en 
los fundamentos jurídicos cuarto a décimo de la presente resolución. 
Asimismo, resulta incuestionable la concurrencia del elemento subjetivo de la 
responsabilidad contable de todos los demás codemandados autorizantes de dichos pagos 
no justificados. Efectivamente, de acuerdo con las competencias que tenían atribuidas en 
IBERMUTUA, los distintos directores que aparecen identificados en los hechos probados 
segundo a séptimo de la presente resolución procedieron a autorizar los referidos pagos sin 
haber agotado la diligencia debida que les era exigible en su condición de gestores de 
fondos públicos, a efectos de verificar si los mismos se destinaban, o no, al fin público de la 
mutua de colaboración en la gestión de la Seguridad Social.        
En definitiva, tanto IBERMUTUA como los demás codemandados autorizantes de los pagos no 
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justificados tenían pleno conocimiento de la realización de los mismos con cargo al 
patrimonio de la Seguridad Social, así como de la normativa legal, convencional y estatutaria 
que resultaba de aplicación a los mismos; por lo tanto, debe concluirse que, en su condición 
de gestores de los fondos públicos de la Seguridad Social, ejercieron con negligencia grave, 
como mínimo, las funciones que tenían legalmente atribuidas, autorizando y permitiendo la 
realización de pagos no justificados que se describen en los fundamentos de derecho cuarto 
a décimo de la presente resolución.    
Finalmente, debe añadirse que la actuación de IBERMUTUA y de los demás codemandados 
autorizantes de los pagos no justificados debe calificarse como “ejecución de los hechos” que 
han dado lugar al menoscabo de los fondos públicos de la Seguridad Social, lo que 
determina, conforme al artículo 42.1 de la LOTCu, que deba declararse la responsabilidad 
contable directa de todos ellos, al haber concurrido en su actuación todos los requisitos 
determinantes de esta clase de responsabilidad. 
DECIMOSEGUNDO. Por todo lo anterior, debe condenarse como responsables contables 
directos y solidarios a IBERMUTUA y al resto de los codemandados autorizantes de los pagos 
no justificados. IBERMUTUA queda obligada al reintegro de la cantidad total de SETECIENTOS 
TREINTA MIL CIENTO TREINTA Y UN EUROS CON VEINTICINCO CÉNTIMOS (730.131,25 €), en 
la que se ha cifrado el alcance a los fondos públicos de la Seguridad Social; mientras que los 
demás codemandados autorizantes de los pagos no justificados quedan obligados a 
reintegrar, solidariamente con IBERMUTUA, las concretas cantidades que se recogen en la 
parte dispositiva de la presente resolución. A dichas cantidades habrá que sumarles los 
correspondientes intereses legales devengados desde la fecha de la producción del daño al 
patrimonio público de la Seguridad Social, que se calcularán año a año, según los tipos legales 
vigentes en las Leyes Generales de Presupuestos de cada ejercicio económico. 
DECIMOTERCERO. Por lo que se refiere al pago de las costas procesales, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 394.1 de la LEC, al haber sido desestimadas íntegramente las 
pretensiones dirigidas contra ellos, la Tesorería General de la Seguridad Social deberá pagar 
las costas causadas a los siguientes codemandados: don Á., don J., don A., don E., don J., 
don J., don J., don D., don J., don J., doña N., doña E., don J., don M., don J., don R., don J., y, 
finalmente, don R., don Á. y doña C. (estos tres últimos, por su condición de herederos de 
don R.).  
Por otro lado, en cuanto a las costas devengadas por la pretensión la Tesorería General de la 
Seguridad Social dirigida contra don H., por los pagos no justificados en concepto de “gastos 
de representación”, durante los años 2015 a 2017, y por un importe total de 167.574,87 
euros, al haber sido estimada parcialmente la demanda respecto de esta concreta 
pretensión, procede que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 394.2 de la LEC, cada 
parte abone las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad, al no apreciarse 
que haya litigado con temeridad ninguna de ellas. 
Por último, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 394.1 de la LEC, al haber sido 
estimadas íntegramente las pretensiones de la demanda dirigidas contra ellos, los siguientes 
codemandados deberán pagar las costas causadas a la Tesorería General de la Seguridad 
Social, en la proporción correspondiente al importe de su condena: IBERMUTUA, don H., 
don C., don J., doña C., doña M., doña C., don A., don J., don J., don R., doña Á., don P., doña 
E., doña L., doña L., don E., don C., don J., don G., doña P., don J., don R., doña E., doña C., 
don C., don J., don O., don S., don J., don R., y, finalmente, doña R., doña C. y doña V. (estas 
tres últimas en su condición de herederas de don E.). 
Por todo lo expuesto, VISTOS los antecedentes de hecho, hechos probados y fundamentos de 
derecho expresados. 
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IV.- FALLO 

UNICO.- Estimo parcialmente la demanda interpuesta por la Tesorería General de la 
Seguridad Social, a la que se ha adherido el Ministerio Fiscal, y, en consecuencia: 

PRIMERO.- Declaro como importe total en que se cifra el alcance causado en los fondos 
públicos de la Seguridad Social, el de SETECIENTOS TREINTA MIL CIENTO TREINTA Y UN 
EUROS CON VEINTICINCO CÉNTIMOS (730.131,25 €). 
SEGUNDO.- Absuelvo a los codemandados que se van a enumerar a continuación: don 
Á., don J., don A., don E., don J., don J., don J., don D., don J., don J., doña N., doña E., 
don J., don M., don J., don R., don J., y, finalmente, don R. y doña C. (estos tres últimos, 
por su condición de herederos de don R.).  
TERCERO.- Declaro responsables contables directos del alcance a los siguientes 
codemandados, que habrán de responder en la forma y por las cuantías que se van a 
detallar a continuación:  
1º) Respecto de la petición de condena por los pagos en concepto de “dietas” por 
asistencia a reuniones de la Comisión Económica de IBERMUTUA, durante los años 2015 
a 2018, declaro responsable a IBERMUTUA por la cantidad total de 59.001,76 euros.    
2º) Respecto de la petición de condena por los pagos en concepto de “gastos de 
representación”, durante los años 2015 a 2017, y por un importe total de 167.574,87 
euros: 

- Por la cantidad total de 140.814,98 euros, a IBERMUTUA. 
- Por la cantidad total de 26.759,89 euros, solidariamente, a IBERMUTUA y a 

don H. 
3º) Respecto de la petición de condena por los pagos en concepto de “gastos de 
cafetería”, durante los años 2015 a 2018, por importe de 203.548,27 euros: 

- Por la cantidad total de 158.113,78 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a 
don H. y a don C. 

- Por la cantidad total de 45.434,49 euros, a los siguientes: 
 

o IBERMUTUA y don J., solidariamente, por la cantidad de 2.051,10 
euros. 

o IBERMUTUA y doña C., solidariamente, por la cantidad de 1.311,75 
euros. 

o IBERMUTUA y doña M., solidariamente, por la cantidad de 596,25 
euros. 

o IBERMUTUA y doña C., solidariamente, por la cantidad de 5.127,86 
euros. 

o IBERMUTUA y doña R., doña C. y doña V. (herederas de don E.), 
solidariamente, por la cantidad de 4.577,73 euros. 

o IBERMUTUA y don A., solidariamente, por la cantidad de 84,54 euros. 
o IBERMUTUA y don J., solidariamente, por la cantidad de 6.061,16 

euros. 
o IBERMUTUA y don J., solidariamente, por la cantidad de 1.390,81 

euros. 
o IBERMUTUA y don R., solidariamente, por la cantidad de 1.607,43 

euros. 
o IBERMUTUA y doña Á., solidariamente, por la cantidad de 6.100,91 

euros. 
o IBERMUTUA y don P., solidariamente, por la cantidad de 2.181,65 

euros. 
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o IBERMUTUA y doña E., solidariamente, por la cantidad de 6.246,15 
euros. 

o IBERMUTUA y doña L., solidariamente, por la cantidad de 8.097,15 
euros. 

4º) Respecto de la petición de condena por los pagos en concepto de “gastos por otras 
facturas de hostelería”, durante los años 2014 a 2017, y por un importe total de 
268.791,87 euros: 

- Por la cantidad total de 5.251 euros, solidariamente, a IBERMUTUA y a doña L. 
- Por la cantidad total de 262.732,87 euros, solidariamente, a IBERMUTUA y a don 

E. 
- Por la cantidad total de 807,80 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, don E. y 

don C. 
5º) Respecto de la petición de condena por los pagos en concepto de “cursos” 
organizados y financiados por IBERMUTUA con fondos públicos de la Seguridad 
Social, durante el año 2017 y por un importe total de 3.669,40 euros: 
- Por la cantidad total de 439,95 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 

doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a don J. 

- Por la cantidad total de 100 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a don G. 

- Por la cantidad total de 1.265,80 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a doña P. 

- Por la cantidad total de 316,45 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a don J. 

- Por la cantidad total de 153,00 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a don R. 

- Por la cantidad total de 316,45 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a doña E. 

- Por la cantidad total de 316,45 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a doña C. 

- Por la cantidad total de 316,45 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a don C. 

- Por la cantidad total de 316,45 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a don J. 

- Por la cantidad total de 128,40 euros, solidariamente, a IBERMUTUA, a doña R., 
doña C. y doña V. (estas tres últimas, por su condición de herederas de don E.), y 
a don O. 

6º) Respecto de la petición de condena por los pagos en concepto de “gastos de 
floristería”, durante los años 2015 a 2017, y por un importe total de 20.867,21 euros: 
- Por la cantidad total de 10.489,49 euros, solidariamente, a IBERMUTUA y a don 

H. 
- Por la cantidad total de 3.940,76 euros, solidariamente, a IBERMUTUA y a don S. 
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- Por la cantidad total de 3.816,20 euros, solidariamente, a IBERMUTUA y a don J. 
- Por la cantidad total de 2.620,76 euros, solidariamente, a IBERMUTUA y a don R. 
7º) Respecto de la petición de condena por los pagos en concepto de “gastos por la 
celebración de la Junta Directiva ordinaria de IBERMUTUA fuera de la sede del 
domicilio social” (en la localidad de Mazarrón, con fecha 14 de septiembre de 2017), 
por un importe total de 6.677,87 euros, declaro responsables a IBERMUTUA y a don 
H., solidariamente, por la precitada cantidad de 6.677,87 euros. 
 
CUARTO.- Condeno a IBERMUTUA y a los codemandados identificados en el apartado 
tercero de este fallo al reintegro de la suma en que se cifra su responsabilidad 
contable. 
QUINTO.- Condeno a IBERMUTUA y a los codemandados identificados en el apartado 
tercero de este fallo al pago de los intereses, calculados según lo razonado en el 
fundamento de derecho decimosegundo de esta resolución. 
SEXTO.- Condeno a la Tesorería General de la Seguridad Social a pagar las costas 
causadas a los codemandados identificados en el apartado segundo de este fallo.  
 
Asimismo, condeno a IBERMUTUA y a los codemandados identificados en el apartado 
tercero de este fallo pagar las costas causadas a la Tesorería General de la Seguridad 
Social, en la proporción correspondiente al importe de su condena, y con la única 
siguiente excepción: respecto de la concreta pretensión de la demanda dirigida 
contra don H., por los pagos no justificados en concepto de “gastos de 
representación”, durante los años 2015 a 2017, y por un importe total de 167.574,87 
euros, cada parte abonará las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad, 
al no apreciarse que haya litigado con temeridad ninguna de ellas. 
 
SÉPTIMO.- Acuerdo la contracción de la cantidad en que se ha cifrado la 
responsabilidad contable en la cuenta que corresponda según las vigentes normas de 
contabilidad pública. 
Notifíquese a las partes con la advertencia de que contra la referida resolución cabe 
interponer recurso de apelación, en el plazo de quince días a contar desde el 
siguiente al de la notificación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 
7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, en relación con el 
artículo 85.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa 
 
Así por esta mi Sentencia lo pronuncio, mando y firmo. 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que 
ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter 
personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a 
los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela o la garantía 
del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni 
comunicados con fines contrarios a las leyes. 

 


